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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR ZULUAGA CARDONA

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Secretaría Sala Civil Tribunal Superior - Bogotá - Bogotá D.C. <secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Enviado: martes, 13 de febrero de 2024 12:47
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Bogotá - Bogotá D.C.
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: myriamrosalbaalfonso@gmail.com <myriamrosalbaalfonso@gmail.com>
Asunto: RV: PROCESO No. 11001-3103-008-2019-00805-01
 
Buenas tardes

Remito por ser de su competencia.

LAURA MELISSA AVELLANEDA MALAGON 
Secretaria Administrativa de la Sala Civil
Tribunal Superior de Bogotá
PBX 6013532666 Ext. 8378
Línea gratuita nacional 018000110194
secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
Avenida Calle 24A No. 53-28, Of. 305 C
Bogotá D.C.
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De: myriam rosalba alfonso cañon <myriamrosalbaalfonso@gmail.com>
Enviado: martes, 13 de febrero de 2024 11:59
Para: Secretaría Sala Civil Tribunal Superior - Bogotá - Bogotá D.C. <secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: PROCESO No. 11001-3103-008-2019-00805-01
 
SUSTENTACIÓN RECURSO APELACIÓN.
Magistrado ; Dr, IVAN DARIO ZULUAGA CARDONA 

--
Cordialmente:
Myriam Rosalba Alfonso Cañon
Abogada
Cel: 3124671618
myriamrosalbaalfonso@gmail.com

mailto:myriamrosalbaalfonso@gmail.com


HONORABLE MAGISTRADO: 

IVAN DARIO ZULUAGA CARDONA  

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA D.C. (SALA CIVIL). 

PROCESO No11001-3103-008-2019-00805-01 

RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL  

ASUNTO: SUSTENTACION RECURSO DE APELACION CONTRA LA 
SENTENCIA PROFERIDA POR EL JUZGAGO 8º. CIVL DEL CIRCUITO DE 
BOGOTA D.C. 

 

Demandante: MYRIAM ROSALBA ALFONSO CAÑON  

Demandados: PARTICIA GOMEZ YUTERSONKE 

              EDILBERTO DIAZ VARGAS, 

                     MARCO EDUARDO DIAZ AMAYA  

 

MYRIAM ALFONSO CAÑON, abogada en ejercicio, en mi condición de 

demandante, obrando en nombre propio, comedidamente manifiesto al 

Honorable Magistrado, que mediante el presente escrito, sustento el recurso 

de apelación contra la sentencia proferida por el juzgado 8º civil del circuito 

en el proceso de responsabilidad civil extracontractual por abuso al derecho 

de litigar de los señores: PARTICIA GOMEZ YUTERSONKE, EDILBERTO 

DIAZ VARGAS y MARCO EDUARDO DIAZ AMAYA en contra de la ejecutada 

señora MARIA ALICIA CAÑON DE ALFONSO  Q.E.P.D. en el proceso ejecutivo 

hipotecario 2002-609, por ERROR DE HECHO manifiesto y trascendente a 

FALTA DE APRECIACIÓN de los HECHOS Y DE LAS PRUEBAS, 

 debidamente arrimadas al proceso de responsabilidad civil extracontractual 

en la siguiente forma: 

El a-quo Juzgado 8º. Civil del Circuito, baso su decisión tomando como 

parámetro el desarrollo procesal, del EJECUTIVO HIPOTECARIO 2002-

0609, como si fuera una TERCERA INSTANCIA y no analizó LOS HECHOS 

Y LAS PRUEBAS que demostraron el ABUSO DEL DERECHO Y EL ABUSO 

AL DERECHO A LITIGAR, DE LOS A QUI LOS DEMANDADOS, OBJETO DE 

ESTE PROCESO DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACOMTRACTUAL. 

El a-quo, Interpreta erróneamente LOS HECHOS Y LAS PRUEBAS al 

analizar el proceso ejecutivo hipotecario; y manifiesta, que con fecha 12 

de enero de 2006, el Juzgado 62 C.M. practico una liquidación de crédito con 

saldo por el valor de $8.774.364,36 pesos. La Apreciación errónea consiste 

en que no se percató, de que esta providencia mediante auto de fecha 17 de 

octubre de 2007, el Despacho la declaró SIN VALOR NI EFECTO. Sin analizar 

el A-quo el porqué de esa providencia, la razón de la decisión en derecho 



probatorio de una y otra parte, sin analizar el abuso al derecho y al derecho 

de litigar de la aquí demandada PATRICIA GOMEZ.  

Prueba documental: Fol.14 pago del capital febrero 4 de 2003 y NO en el 

2004, como lo afirma la señora Juez y lo confirma la Dr. Patricia Gómez 

al Folio 81. Fol.75 al 78, Fol.81, Fol. 82 providencia. De los anexos de la 

demanda de responsabilidad civil. 

Igualmente, el a-quo erróneamente, resalta, el hecho de que la SENTENCIA 

EJECUTIVA fue recurrida en APELACION por la parte ejecutada, quien 

renunció posteriormente a ella, y ENFATIZA ese hecho, tratando de señalar 

una culpa de la ejecutada, sin darse cuenta que, EN LA PARTE RESOLUTIVA 

de la sentencia, numeral tercero; ésta ORDENÓ LA LIQUIDACION DEL 

CREDITO hipotecario TENIENDO EN CUENTA, LOS ABONOS QUE HIZO LA 

DEMANDADA, CONFORME A LOS DEPOSITOS QUE OBRAN EN EL 

PLENARIO. Finalidad esta que realmente le interesaba a la ejecutada, 

pues la sentencia reconoció los pagos efectuados a su acreedor 

hipotecario.  

Prueba documental: Fol.65 -Fol. 74 de los anexos De la demanda de 
responsabilidad civil.  

 

El A-QUO, juzgado 8º, NO APRECIÓ NI VALORÓ EL ACERVO 

PROBATORIO, DE LA DEMANDA DE RESPONSABILIDAD CIVIL, EN LA CUAL 

CADA HECHO SE DEMOSTRÓ CON SU RESPECTIVA PRUEBA, arrimada 

al proceso en legal forma para demostrar, EL DAÑO Y SU RELACION DE 

CAUSALIDAD entre el hecho y el daño demostrativos de LA 

RESPONSABILIDAD CIVIL POR LA CONDUCTA ANTIJURÍDICA cometida 

por los aquí demandados señores EDILBERTO DIAZ VARGAS, MARCO 

EDUARDO DIAZ AMAYA Y PATRICIA GOMEZ, actuación con la cual todos 

causaron DAÑO, por  TEMERIDAD Y MALA FE,  CON  ABUSO DEL 

DERECHO Y DEL DERECHO A LITIGAR. En contra de su ejecutada señora 

MARIA ALICIA CAÑON DE ALFONSO, Q.E.P.D. a lo largo del proceso 

ejecutivo hipotecario de menor cuantía, POR EL TERMINO DE  22 AÑOS. 

Contados hasta el día de hoy. 

 

LAS PRUEBAS Y LOS HECHOS DEJADAS DE APRECIAR POR EL A-QUO 

SON LOS SIGUIENTES: 

 

EN RELACIÓN CON PAGO DE LA OBLIGACION Y SUS INTERESES. 



El A-quo no aprecio la prueba documental que demostraba el PAGO de 

la obligación. Se cumplió la orden de pago emitida por el Juzgado 62 C.M.  

Art. 498 del C.P.C DENTRO DEL TÉRMINO DE 5 DÍAS. El PAGO se efectuó 

mediante título Judicial No. 41 0000393387, fecha 4 de febrero de 2003, 

por la suma de $ 17.500.000 el cual se aportó al despacho Juzgado 62 C.M 

con la CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA; para el pago de CAPITAL por la 

suma de $ 15.900.000 el saldo o excedente, de   $1.600.000 para pago 

parcial de intereses. 

Además, del pago, relacionado anteriormente, la ejecutada pagó 

INTERESES, a nombre de sus acreedores mediante una serie de 

Consignaciones en el Banco Agrario depósitos judiciales cuyos 

ORIGINALES DE LOS TÍTULOS, fueron entregados a sus ACREEDORES 

para el cobro ante la entidad Bancaria, más dos pagos en efectivo 

representados en   recibos de caja.  

Estos pagos por concepto de intereses suman $5.748.350 MÁS, el 

excedente del pago a capital por el valor de $1.600.000 para un total 

de pago a INTERESES la suma de $7.348.350. 

O sea, que, la ejecutada dio cabal cumplimiento a la orden judicial de 

pago Art. 498 del C.P.C. en el momento procesal de la contestación de 

la demanda ejecutiva, así: 

PAGÓ DEL CAPITAL exigido, por la suma de $15.900.000, MÁS LOS 

INTERESES moratorios por la suma de $7.348.350, Para un pago Total, 

de $23.248.350 al mes de febrero del año 2003. 

Pruebas documentales: Fol. 14- y Folios del 23 a los 32 documentos 
originales presentados con la contestación de la demanda.  

Prueba documental: de los pagos recibidos por los aquí demandados: 
Fol.126,127,128,130,131,132,133, 134, 135, 

De los anexos de la demanda de responsabilidad civil. 

 

El A-quo, No valoró el HECHO NI LA PRUEBA, de que PATRICIA GOMEZ, en 

su calidad de apoderada ejecutante, en el numeral 2º. De las pretensiones 

de su demanda ejecutiva, solicita se dicte mandamiento de pago a favor 

de su representado, EDILBERTO DIAZ, por concepto de intereses de 

mora, a partir de la fracción del mes de octubre del año 2001 la suma de 

$2.475.510. La ejecutada pagó un valor superior, al exigido por la parte 

ejecutante, la suma de $7.348.350. Con lo cual se demuestra una vez más 

el pago total de la obligación con sus intereses al inicio del proceso. Hecho 

que rechazo de plano el A-quo, al no apreciar las pruebas.  



Prueba documental: Folio 5 y 6 de los anexos de la demanda de 
responsabilidad civil. (Hecho No. 16 de la demanda) 

 

El A-quo no aprecio el HECHO NI LA PRUEBA que demuestra la ACCIÓN 

DOLOSA de la demandada señora PATRICIA GOMEZ, quien exige a la 

funcionaria Judicial se practique el remate del inmueble hipotecado y recibe 

poder expreso de su representado señor EDUARDO DIAZ para rematar el 

inmueble a sabiendas de que el crédito hipotecario estaba cancelado, y que 

así lo manifiesta mediante memorial la misma PATRICIA GOMEZ 

cuando afirma que existe   un saldo a favor de la ejecutada por el valor 

de  (cinco mil cuatrocientos cincuenta pesos) $5.450 pesos. 

Prueba documental: Folio 58 y 69 de los anexos de la demanda de 

responsabilidad civil. 

 

Falta de apreciación del HECHO Y LA PRUEBA, de que, habiendo pagado la 

ejecutada el crédito y los intereses, la abogada PATRICIA GOMEZ, con abuso 

del derecho y del derecho a litigar solicita, diligencia de REMATE. Señalada, 

para el 31 de marzo de 2009. La ejecutada señora ALICIA CAÑON DE 

ALFONSO, promovió acción de tutela, notificada al Despacho el día anterior 

al remate; la que evito, el remate y la devolución de la postura al rematante 

señora, BLANCA LEONOR ARENAS BORDA, mediante título judicial No. 

4100002459356 por la suma de $ 68.750.000 pesos. 

Prueba documental: Folio 110 -111-138 de los anexos de la demanda de 

responsabilidad civil. 

 

Falta de apreciación del HECHO Y LA PRUEBA, de que, Para EVITAR EL 

REMATE, la ejecutada consigno a órdenes del Juzgado 62 C.M. las siguientes 

sumas de dinero: $1.757.464, pesos, en título Judicial No.4100002455626 

del 26 de marzo de 2009 y la suma de $9.000.000 nueve millones de pesos 

con título judicial No. 4100003110276 del 20 de diciembre de 2010. Dineros 

que aún, se encuentran en el Banco Agrario Depósitos Judiciales; 

Dinero que no le corresponde A LA PARTE EJECUTANTE, por esa sencilla 

razón no los han cobrado en el Banco Agrario depósitos judiciales, pues 

valga la repetición, El crédito estaba PAGO; el capital e intereses en el 

término de la contestación de la demanda. 

Prueba documental: Folio 136 y 137 Banco Agrario depósitos judiciales. De 

los anexos de la demanda de responsabilidad civil.  

 



El A-quo, No valoró EL HECHO NI LA PRUEBA DOCUMENTAL en la cual 

La señora, PATRICIA GOMEZ, con dolo y abuso al derecho y al derecho 

de litigar, solicita al despacho Juzgado 62 Civil Municipal, la aprobación 

de INTERESES MORATORIOS. Para el 30 de NOVIEMBRE DE 2007 la 

suma de $27.603.269.65 obrando con TEMERIDAD Y MALA FE, EN SU 

PRETENSIÓN, por las siguientes razones: 

1- Que la ejecutada pagó la obligación junto con sus intereses en el 

término de la contestación de la demanda el 4 de febrero de 

2.003.Art. 498 del C.P.C. hoy Art. 431 del C.G.P. 

2- Que a pesar de haber PAGADO el CREDITOHIPOTECARIO la Dr.  

Patricia Gómez, liquida INTERESES MORATORIOS EN EL TIEMPO 

sobre un capital pagado pretéritamente en el año 2003. 

3- Además, LOS PAGOS realizados en el año 2001, 2002 y 2003, los 

aplica a la liquidación, en la fecha en que liquida y NO EN LA FECHA 

DE PAGO de los mismos. 

4- En su liquidación, de mala fe, solamente descuenta 2 pagos uno por 

$17.500.000, y otro por $320.000 pesos, dejando de descontar 12 

pagos, contraviniendo la SENTENCIA ejecutiva que ordenó 

descontar todos los pagos realizados por la ejecutada. 

 

Prueba documental: Liquidación Fol.100 recibos de pago Fol. 14 Fol.23 al 

32 y fol. 65 la sentencia. En los anexos de la demanda de responsabilidad 

civil. 

 

Falta de apreciación de los HECHOS Y LAS PRUEBAS, QUE DEMUESTRAN, 

EL DOLO EN LA ACTUACIÓN PROCESAL de la Dr. PATRICIA GOMEZ, Y SUS 

REPRESENTADOS CON EL OBJETO ENCAMINADO A REMATAR EL IN 

MUEBLE. Es así, que en su demanda ejecutiva, afirma ante el Juzgado 62 

C.M, que la suma de ($1.500.000) pesos, pagados por la ejecutada, en el 

Banco Agrario Depósitos judiciales a nombre de sus acreedores, en 4 títulos 

Valores, de fecha 4 de abril, 3 de mayo, 5 de junio y 27 de junio del año 

2002, dice en la demanda  Dr. PATRICIA GOMEZ, que la   parte 

demandante-ejecutante, NO LOS HA DADO POR RECIBIDOS NI 

COBRADOS estos dineros; y cinco (5) años después, PATRICIA GOMEZ,  

APORTA los 4 TITULOS ORIGINALES, al Juzgado 62 C.M. Y SOLICITA 

ORDEN DE PAGO A FAVOR DE MARCO EDUARDO DIAZ AMAYA.  

Mediante oficio No.  0424 de fecha febrero 26 de 2008, se le ordena el 

PAGO a MARCO EDUARDO DIAZ AMAYA, quien realiza su cobro en el Banco 

Agrario el día 7 de marzo de 2008. Pago que este señor teniendo en su poder 

los títulos originales, pudo cobrar directamente por ventanilla en el Banco 

Agrario, el año 2002; pero de “mala fe no lo hizo”.  



A sí mismo, con intención dolosa la apoderada PATRICIA GOMEZ no 

descontó en sus liquidaciones de crédito esos dineros, y solicito al despacho 

de primera 1ª. y segunda instancia 2ª NO TENER EN CUENTA ESTOS 

PAGOS A LA EJECUTADA, por cuanto pagó a persona diferente; habiendo 

Ella misma solicitado al Juzgado la orden de pago para su cliente y quien se 

allanó a  Cobrar y recibir . (abuso del derecho (dolo) y del derecho a litigar.)  

 

Prueba documental:  Folio 60 Folio 100 Liquidación de crédito, oficio 

No.0424 al folio 104 Fol. 140 Certificación del Banco Agrario, Fol. 145 

certificación de pago del Banco Agrario. Interrogatorio de parte Fol.160 

testimonio Fol.164 De los anexos de la demanda de responsabilidad civil. 

 

No se tuvo en cuenta por el A-quo, Juzgado 8º. C. del C. EL HECHO NI LA 

PRUEBA en el abuso al derecho y al derecho de litigar, en cuanto que la 

apoderada PATRICIA GOMEZ, NUNCA DESCONTÓ EN SUS 

LIQUIDACIONES el PAGO efectuado a sus representados, señores 

EDILBERTO DIAZ y a EDUARDO DIAZ, por la suma de dos millones de 

pesos ($2.000.000), correspondientes al 8 de junio, al 19 de junio y al 6 de 

septiembre del año 2001; consignaciones a su favor en el Banco Agrario 

Depósitos Judiciales. EDILBERTO Y EDUARDO DIAZ en forma deliberada 

y consciente, TENIENDO EN SU PODER LOS ORIGINALES DE LOS TITULOS 

PARA SU RESPECTIVO COBRO NO LA HAN HECHO. Estos dineros se 

encuentran en el Banco Agrario Depósitos Judiciales, HACE 23 AÑOS SIN 

RECLAMAR. (hasta el día de hoy.) Por dolo, abuso del derecho y abuso al, 

derecho de litigar. 

 

Prueba documental: Fol. 24-25 y Fol.129 Fol. 160 interrogatorio de parte 

de los anexos de la demanda de responsabilidad civil. -certificación 

Vicepresidencia de operaciones Banco Agrario depósitos judiciales. 

 

El A-quo, no tuvo en cuenta EL HECHO NI LAS PRUEBAS en la actuación 

dolosa de los demandados, quienes hicieron varias CESIONES DEL 

CRÉDITO HIPOTECARIO ENTRE SÍ, con el objeto de desviar y no tener en 

cuenta los pagos efectuados por la ejecutada con propósitos dolosos para 

conseguir el remate del inmueble; en el INTERROGATORIO DE PARTE de los 

señores EDILBERTO DIAZ Y EDUARDO DIAZ, EN LA AUDIENCIA INICIAL 

EN UNÍSONO AFIRMAN: NOSOTROS; SOMOS PRIMOS HERMANOS, LA 

RELACIÓN CON MI PRIMO, HA SIDO DE MUCHÍSIMA CONFIANZA. 

AL PREGUNTARLES POR LA CESIÓN DEL CRÉDITO DICEN: NO 

FIRMAMOS DOCUMENTO ALGUNO, SOLO de PLENA CONFIANZA, LO 

NORMAL, ERA MUY COMÚN LA CESIÓN SIN NINGÚN TIPO DE INTERÉS 



ECONÓMICO, SIN NINGUNA CONTRAPRESTACIÓN ECONÓMICA SIN 

PROBLEMA ALGUNO”.  

Por su parte la Dr. PATRICIA GOMEZ argumenta CON AFIRMACIONES 

FALSAS, ANTE EL JUZGADO 62 C.M. Y JUZGADO 41 CIVIL DEL 

CIRCUITO, en 1ª. Y 2ª instancia, el pago a persona diferente y que estos 

pagos no aparecen depositados judicialmente, todo PARA OBTENER 

PRETENSIONES JURIDICAS A FAVOR DE SUS CLIENTES, a pesar de que los 

señores DIAZ cobraron esos dineros ante el Banco Agrario depósitos 

Judiciales. 

 

Pruebas documentales: Pagos aportados en la contestación de la demanda 
Fol. 14- y Folios del 23 a los 32 documentos originales presentados en 
calidad de pruebas con la contestación de la demanda.  

Prueba documental: de los pagos recibidos por los aquí demandados: 
Fol.126,127,128,130,131,132,133, 134, 135, 

De los anexos de la demanda de responsabilidad civil. 

 

A-quo, no tuvo en cuenta el HECHO NI LA PRUEBA, en cuanto al 

ABANDONO DEL PROCESO POR EL TERMINO DE DIEZ (10) AÑOS POR 

PARTE DE LOS AQUÍ DEMANDADOS.  Con DOLO, abuso del derecho y del 

derecho a litigar. La abogada PATRICIA GOMEZ, RENUNCIO al poder 

conferido por los señores DIAZ, (El cual no tuvo efectos jurídicos).  

En la contestación de la demanda y excepciones de fondo PATRICIA GOMEZ, 

alega la PRESCRIPCIÓN DEL PROCESO A SU FAVOR, en su interrogatorio 

de parte, disculpa el abandono del proceso; con manifestaciones falsas, 

mentirosas, esbozando calumnias contra esta apoderada MYRIAM ALFONSO 

CAÑON, manifestando que renuncio al poder, debido a los malos tratos y 

agresiones a su persona y hacia la funcionaria judicial. Persona que 

únicamente conocí a través de memoriales y no personalmente. Por su parte 

los señores DIAZ en audiencia inicial e interrogatorio, manifiestan, que el 

abandono DEL PROCESO EJECUTIVO, se debió a causa de cuestiones 

laborales y personales, tales como cabio de pareja y otras disculpas sin 

relevancia alguna.  

Pruebas documentales: Fol. 177 de los anexos de la demanda de 

Responsabilidad civil. 

A-quo, no hizo un análisis y valoración probatoria de los HECHOS y las 

PRUEBAS, sobre los PERJUICIOS MORALES Y MATRIALES CAUSADOS A 

LA EJECUTADA POR LOS SEÑORES AQUÍ DEMANDADOS Con abuso del 

derecho y del derecho a litigar, sacaron del comercio el inmueble de 

propiedad de su ejecutada mediante MEDIDAS CAUTELARES, desde el año 



2002 hasta la fecha HACE 22 AÑOS y GRAVAMEN HIPOTECARIO 

VIGENTE A LA FECHA, desde el año 2002. 

Pruebas documentales: Fol. 179 de los anexos de la demanda de 

Responsabilidad civil. 

 

 

El A-quo hace una INDEBIDA APRECIACIÓN DE LA PRUEBA en relación, 

con la providencia de 2ª. instancia, Juzgado 41 Civil del Circuito este 

Despacho, DECIDIDE PARCIALMENTE A FAVOR DE LA EJECUTADA, 

decidiendo que: En relación con los depósitos de $17.500.000 y el 

depósito por la suma de $ 320.000 deberán ser aplicados en las 

respectivas fechas en las que se hicieron las consignaciones y no como 

equivocadamente lo manifiesta el A-quo Juzgado 62C.M. 

La Dr. PATRICIA GOMEZ En todo su actuar procesal LIQUIDO EL 

CREDITO HIPOTECARIO, TENIENDO EN CUENTA LA FECHA EN QUE 

REALIZABA LA LIQUIDACIÓN. Y NO EN LA FECHA DE PAGO.  Cobrando 

unos intereses moratorios exorbitantes, sobre EL CAPITAL PAGADO DESDE 

EL AÑO 2003. Y con sus respectivos intereses. 

 Abuso del derecho y del derecho a litigar (dolo). 

Además, PATRICIA GOMEZ, NO DESCONTO EN LA LIQUIDACIÓN TODOS 

LOS PAGOS depositados en el Banco Agrario depósitos judiciales A NONBRE 

DE SUS PODERDANTES SEÑORES DIAZ. Haciendo más gravosa la situación 

de la ejecutada, injustamente.  

 

El A-quo, no aprecio el HECHO Y LA PRUEBA, En la cual el JUZGADO 62 

C.M. mediante el oficio No. 2283, en el cual hace una relación de las 

consignaciones EXISTENTES EN EL PROCESO y ordena AL BANCO 

AGRARIO DEPOSITOS JUDICIALES se remita a su Despacho UN LISTADO 

DETALLADO DE LOS DEPOSITOS JUDICIALES CONSIGANDOS A 

ORDENES DE ESE DESPACHO Y A CUENTA DEL PROCESO 2002-0609. 

El Banco Agrario envía al Despacho los comprobantes de pago, a lo cual 

juzgado aplica en la liquidación del crédito todos los pagos acuerdo a lo 

ordenado en el mandamiento de pago y la sentencia. PERO 

ERRONEAMENTE los aplica, EN LA FECHA EN QUE PRACTICA LA 

LIQUIDACIÓN Y NO EN LA FECHA DE PAGO. Correspondiente a los años 

2001,2002, 2003,2005,2009,210 Y deja sin aplicar otros pagos. 



Todos estos pagos se aportaron en calidad de pruebas sobre el pago con la 

contestación de a la demanda ejecutiva, de lo cual tenían pleno conocimiento 

la señora apoderada PATRICIA GOMEZ, EDILBERTO DIAZ Y EDUARDO DIAZ 

(quienes tenían en su poder dichos documentos para el cobro), Y quienes 

COBRARON ESOS PAGOS, pero falsamente con dolo siempre han 

argumentado el NO PAGO DE LA OBLIGACIÓN, Capital e Intereses y 

cuando vieron que no pudieron REMATAR EL INMUBLE, 

ABANDONARON EL PROCESO. 

Pruebas documentales: Fol. 124 al Fol. 141- prueba existente en los anexos 

de la demanda. 

A-quo No valoró objetívame el HECHO NOTORIO de la actuación 

temeraria y de mala fe de la demandada PATRICIA GOMEZ, su 

PRETENSIÓN, esbozada  en  la  contestación de la demanda , en las 

excepciones de fondo, en su interrogatorio de parte y  alegaciones, su 

NEGACION DE PAGO DE CAPITAL E INTERESES;  y su manifestación 

intencional de proseguir con el  cobro de intereses moratorios en el 

tiempo dentro  del proceso ejecutivo hipotecario 2002-609 que cursa 

ante el JUZGADO 5 DE EJECUCUÓN DE SENTENCIAS.  

El A-quo, no valoró el HECHO ni la prueba de que los demandados señores 

EDILBERTO Y EDUARDO DIAZ están disfrutando de los pagos recibidos. 

Sobre los cuales pretenden seguir liquidando y cobrando intereses 

moratorios en el tiempo. Y con la pretensión de apoderarse de los dineros 

que aún se encuentran en el Banco Agrario, depósitos judiciales que no 

les pertenece por cuanto la ejecutada y ésta apoderada los consigno para 

EVITAR EL REMATE, por cuanto el crédito estaba PAGO DESDE EL AÑO 

2003. 

 

El A-quo no valoró la culpa conducta humana antijurídica del señor MARCO 

EDUARDO DIAZ, tendiente a causar daño a la ejecutada desde el inicio del 

préstamo; PARA DISIMULAR LA USURA CAPITALIZÓ  INTERESES por el 

valor de $ 900.000  pesos , los cuales se agregó al capital  de 15 millones de 

pesos , valor real del  préstamo,  sobre los cuales siempre  han liquidado el 

crédito hipotecario con  intereses corrientes, en el transcurso del año 2000 

e intereses moratorios por el termino de doce (12) años partiendo del año 

2001, hasta el año 2012  última liquidación   practicada por el Juzgado 62 

C.M. el 14 de mayo de 2012.  hechos que se relaciona a los numerales del 1 

al 6 de la demanda de responsabilidad civil, y que también se relaciona en 

la demanda ejecutiva. 

 



Prueba Testimonial: folio 168 y 169 de los anexos de la demanda.  

 

El A-quo no tuvo en cuenta el HECHO NI LA PRUEBA de la actuación procesal 

de mala fe de la abogada PATRICIA GOMEZ obrando con temeridad mala fe 

en sus pretensiones con afirmaciones inexactas y falsas como se puede 

observar en su memorial al folio 121 cuando manifiesta que la liquidación del 

crédito debe tener como base un capital de once millones cuatrocientos siete 

mil seiscientos noventa y siete pesos ($ 11.407.697.oo) cuando por auto el  

superior Juzgado 41 Civil del Circuito de ordenó mediante liquidación un 

saldo a CAPITAL cinco millones de pesos.( $5.000.000.oo) actuación de  

Mala fe y Dolo . 

Prueba documental: Fol.121-122-123- Folio 91 a 93  

 

El A-quo Juzgado octavo Civil del Circuito, Por falta de APRECIACIÓN DE LOS 
HECHOS Y ANÁLISIS DE LA PRUEBA, en este proceso de responsabilidad 
civil, manifiesta, que el proceder de la parte aquí demandada, PATRICIA 
GOMEZ, fue diáfano, que no hubo ni se deslumbra MALA FE, y que su 
actuación está desprovista de DOLO.   

Por el contrario, a lo expresado por el A-quo tenemos que sí existió y existe 
MALA FE Y DOLO, en el actuar de la demandada PATRICIA GOMEZ 
EDUARDO DIAZ Y EDILBERTO DIAZ por su actitud personal maliciosa y 
moralmente culpable, una voluntaria y consciente ilicitud en el obrar, cuando 
no, una intención positiva y culpable de engañar; La mala fe es un elemento 
esencial del dolo. en contravención a lo dispuesto en los art. 78 a 81 
del C.G.P por abuso al derecho de litigar; acción cometida por los señores 
EDILBERTO DIAZ VARGAS, MARCO EDUARDO DIAZ AMAYA Y PATRICIA 
GOMEZ YUTERSONKE. por Las desbordadas liquidaciones del crédito 
ejecutivo hipotecario exigiendo INTERESES moratorios provistos de 
ilicitud, sobre un capital ya pagado, la pretensión de REMATAR un 
bien inmueble por una obligación satisfecha, todo en contravención a 
lo dispuesto en los art. 78 a 81 del C.G.P con abuso al derecho y al 
derecho de litigar. 
LA ACCIÓN DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL está 
integrada por LA CULPA, EL DAÑO, Y EL NEXO CAUSAL ENTRE UNO Y OTRO. 
CAUSANDO DAÑO MATERIAL Y MORAL a su ejecutada y familia por un  
proceso fraudulento;  que es el arma más peligrosa puesta en manos de 
la mala fe y del dolo. Por la no valoración del acervo probatorio, cuando a 
pesar, de existir elementos probatorios, el juez no los tiene en cuenta para 
efectos de fundamentar la decisión. 

“Los intervinientes en todo tipo de procesos deberán ajustar en sus 
actuaciones, las reglas de la buena fe.” 

 “La ley no ampara el abuso del derecho o el ejercicio antisocial del mismo. 
Toda acción u omisión por la intención de su autor, por su objeto o por las 
circunstancias en que se realice, sobrepase manifiestamente los límites 
normales del ejercicio de un derecho, con daño para un tercero, dará lugar a 

http://www.enciclopedia-juridica.com/d/proceso-fraudulento/proceso-fraudulento.htm
http://www.enciclopedia-juridica.com/d/mala-fe/mala-fe.htm


la correspondiente indemnización y a la adopción de las medidas judiciales o 
administrativas que impidan la persistencia del abuso. 

PETICIÓN: 

Honorable Magistrado, de manera muy comedida, solicito a su señoría se 
sirva tener en cuenta para el estudio de este recurso la foliatura existente en 
las pruebas aportadas al proceso de responsabilidad civil, en los ANEXOS 
DE LA DEMANDA. 

Honorable Magistrado, Atentamente: 

 

 

MYRIAM ROSALBA ALFONSO CAÑON 

C.C.No. 41.512.047 de Bogotá 

T.P.No. 26 444 del  C.S.J. 
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DRA AYALA PULGARIN

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Simon Rodriguez <simon.rodriguez@aab-estudiojuridico.com>
Enviado: viernes, 16 de febrero de 2024 16:03
Para: Secretaría Sala Civil Tribunal Superior - Bogotá - Bogotá D.C. <secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Bogotá - Bogotá D.C. <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: consuelo.a@aab-estudiojuridico.com <consuelo.a@aab-estudiojuridico.com>; ROBERTO SARMIENTO
<robertosarmientobejarano@gmail.com>
Asunto: RECURSO DE SUPLICA _ VERBAL 11001310301020170070001
 
Cordial saludo. 

Remito, de parte de la Dra. Consuelo Acuña, apoderada de la sociedad demandante en el proceso
verbal de la referencia, Forzza S.A.S., recurso de súplica en contra del auto del 9 de febrero de 2024
y su respectivo anexo en excel. 

Se remitirá copio del memorial a la parte demandada, en los términos y el plazo del artículo 78.14 del
CGP. 

Agradezco confirmación de recibido de este correo. 

Cordialmente,

SIMON RODRIGUEZ
Abogado Asociado
Tels: 601635015 - 6014295001
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Bogotá D.C., 16 de febrero de 2024.  

 

Señores.  

Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá D.C. – Sala Civil.  

MP. Dra. Adriana Ayala Pulgarín.  

En su Despacho  

  

Referencia.   Proceso verbal de mayor cuantía.  

Radicado.   11001310301020170070001.  

Partes:   Forzza SAS. Vs. Acción Sociedad Fiduciaria SA.  

Asunto.  Recurso de súplica.   

 

Consuelo Acuña Traslaviña, en mi calidad de apoderada principal de la sociedad 

Forzza SAS, en el término legal debido presento recurso de súplica (art. 331 del CGP.) 

en contra del auto de fecha 9 de febrero de 2024, notificado por estados del día 13 del 

mismo mes y año, por medio del cual se concede un recurso de casación a la parte 

demandada  y se fija el monto de una caución solicitada por esta para impedir la 

ejecución de la sentencia de segunda instancia del 27 de noviembre de 2023.  

1. De entrada me permito indicar que el auto del 9 de febrero de 2024 es, por su 

naturaleza, susceptible del recurso de apelación, en tanto fija el monto de una 

caución (numeral 8 del artículo 321 del CGP.)1, por lo que, tratándose de un 

auto proferido por una Magistrada de Cuerpo Colegiado, el recurso de súplica 

resulta procedente para cuestionar la determinación del monto o cuantía de esa 

caución.   

 

2. Ahora, antes de abordar el reclamo concreto que presento con esta súplica, me 

permito resaltar que el extremo demandado y ahora recurrente en casación, con 

correo electrónico de fecha 15 de febrero de 2024, solicitó al Despacho de la 

Honorable Magistrada Ponente que le brindaran copia de la ““liquidación del 

crédito” referida por el despacho en el auto de fecha 9 de febrero de 2024, y con base en la 

cual se fijó la caución a cargo de mi representada” (Sic.).   

 

3. No obstante advierto que ese correo electrónico de ningún modo interrumpe la 

ejecutoria del auto del 9 de febrero para la parte demandada ni mucho menos 

                                                           
1 Ver Auto AC2023-2021 del 26 de mayo de 2021 en el proceso de radicado 2019-00298-00 de la Sala de 
Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, MP. Dr. Álvaro Fernando García Restrepo.  
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se entiende como algún tipo de solicitud de adicción, aclaración o corrección 

frente a dicha providencia, por lo que, si la parte demandada guarda silencio en 

el término de ejecutoria del mencionado auto, automáticamente perderá la 

oportunidad para recurrirlo o pedir frente a este algún otro tipo de petición 

sobre los considerandos y decisiones adoptadas allí. 

  

4. Ahora bien. Manifiesto que me opongo respetuosamente al monto o cuantía 

que se tomó en referencia  por la Honorable Magistrada Ponente, para fijar el 

porcentaje de la caución que se dispuso en el auto del 9 de febrero de 2024 para 

la suspensión de la ejecutoriedad de la sentencia del 27 de noviembre de 2023, 

auto en el que indicó que “Fíjese la caución en la suma de $224 000 000, al momento 

de su constitución, para cubrir los perjuicios que se llegasen a causar a la parte contraria” 

(Sic.).  

 

5. Lo anterior en tanto que hay una diferencia sustancial en el cálculo de los 

intereses moratorios causados que se hace en el auto del 9 de febrero de 2024 y 

los cálculos propios que se hicieron con una experta financiera.  

 

6. De ese modo la Honorable Magistrada, en el pie de página No. 4 del auto objeto 

de esta súplica (página 4) indicó que “Según la liquidación realizada por la 

Magistrada Sustanciadora al 30 de noviembre de 2024, el rubro adeudado junto con sus 

intereses moratorios es de $2 242 180 817 34, es decir, la mora asciende a la suma de $1 

369 772 438 34” (negrilla y subrayado fuera de texto), sin embargo entendemos 

que llevar el cálculo de intereses moratorios al mes de noviembre del  presente 

año (2024) no podría hacerse, en tanto que dichos intereses deben calcularse 

con base en las tasas máximas de interés moratorio que mes a mes certifica la 

Superintendencia Financiera de Colombia, por lo que, sin la certificación de 

esas tasas, sería imposible fáctica y temporalmente vaticinar la tasa de los 

intereses moratorios que se tendrán a noviembre de este año 2024.  

 

7. Posiblemente el año que se dejó en el auto en cuestión (“2024”) puede obedecer 

a un error mecanográfico, por lo que es necesario que al desatarse este recurso 

se verifique y convalide el cálculo hecho, las tasas utilizadas y si la cuantía de 

los intereses moratorios responde realmente hasta el mes de noviembre del año 

2023.  

 

8. Así las cosas, en un ejercicio hipotético, si se tuviera en cuenta los intereses 

moratorios al 30 de noviembre de 2023 hechos por el Despacho de la 

Magistrada Ponente, los mismos tienen una discrepancia con el cálculo que 

nosotros hicimos con una experta financiera. Veamos:  
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- Intereses calculados por el Despacho de la Honorable Magistrada, del 25 de 

abril de 2018 hasta la mencionada fecha (noviembre 2023), genera un 

monto de COP$1.369.772.438.  

 

- Intereses calculados por Forzza en la misma ventana de tiempo señalada 

anteriormente, genera un resultado de COP$2.189.241.6662. 

 

Para todos los efectos se aporta como anexo de este recurso un archivo 

Excel con el cálculo de los mencionados intereses. 

 

9. Por lo anterior, hay una discrepancia o diferencia entre uno y otro monto por 

un valor de intereses moratorios de COP$819.469.228, siendo este un valor 

superior al establecido por el Despacho de la Honorable Magistrada en el auto 

del 9 de febrero de 2024, por lo que ese valor debe ser ajustado para reconocer 

que los intereses moratorios causados, a corte 30 de noviembre de 2023, son 

por un valor de COP$2.189.241.666.  

 

10. De otro lado creemos que es preciso que el valor de los intereses moratorios se 

calcule a corte del 15 de febrero de 2024 y no a corte 30 de noviembre de 2023 

como hace el Despacho de la Honorable Magistrada, intereses que suman a esa 

fecha de corte la cifre de COP$2.251.054.627 porque los intereses moratorios 

se deben seguir causando y reconociendo “hasta cuando se verifique el pago total 

de la obligación”, como indica el numeral tercero de la parte resolutiva de la 

sentencia de segunda instancia del 27 de noviembre de 2023, teniendo en 

cuenta, además, que desde la notificación de esa providencia han pasado casi 

3 meses hasta que se desató la concesión del recurso de casación, tiempo que, 

sin lugar a dudas, debe tenerse en cuenta para contabilizar los intereses 

moratorios y, finalmente, el monto que servirá para fijar el porcentaje de la 

caución, incluyendo por supuesto el capital reconocido en la sentencia en 

cuestión, máximo cuando la comentada caución que debe prestar la 

demandada, bajo el principio de justicia material, debe responder a la necesidad 

de conjurar los perjuicios que acarre a mi poderdante la imposibilidad de 

ejecutar dicha sentencia y las condenas que se emitieron a su favor.     

 

11. Por todo lo anterior, solicito al Magistrado Ponente que resuelva este recurso 

de súplica que tenga en cuenta que el valor o cuantía que se debe tener en cuenta 

para fijar el porcentaje o fórmula de la caución que debe prestar el extremo 

demandado para impedir la ejecución de la sentencia del 27 de noviembre de 

                                                           
2 Tener en cuenta que la contabilización de esos intereses de mora se hizo con la máxima tasa moratoria legal 
permitida para los microcréditos, certificada en debida forma por la Superintendencia Financiera de Colombia.  
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2023, es por un monto total de COP3.123.462.956, suma que se compone del 

valor a capital reconocido por la referida sentencia (COP$872.408.329), 

sumado a los intereses moratorios calculados a corte 15 de febrero de 2024 

(COP$2.251.054.627). 

 

12. Ahora, en lo que respecta al porcentaje utilizado por el Despacho de la 

Honorable Magistrada Ponente, me permito indicar que el mismo (“10%”) es 

muy inferior al esperado y no se acompasa con la realidad fáctica y procesal 

de este pleito verbal.   

 

13. De ese modo manifiesto mi completa inconformidad por el porcentaje o, en 

últimas, la forma utilizada para fijar la caución a cargo de la demandada, no 

solo porque la Magistrada Ponente no estaba atada a un porcentaje o formula 

específica, dado que el artículo 341 del CGP, la regular lo relacionado con la 

fijación de la naturaleza y el monto de la caución, indica que “El monto y la 

naturaleza de la caución serán fijados en el auto que conceda el recurso, y esta deberá 

constituirse dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación de aquel, so pena de 

que se ejecuten los mandatos de la sentencia recurrida”, por lo que de ningún modo 

existe una limitante para que el operador judicial disponga un porcentaje que, 

realmente, pueda responder por los perjuicios que cause la no ejecución de la 

sentencia en razón al trámite del recurso de casación.   

 

14. Adicionalmente debe recordarse que el porcentaje del “10%” para temas de 

caución se establece en el supuesto de los procesos ejecutivos, como dispone el 

inciso quinto del artículo 599 del CGP, supuesto que no se acompasa con el 

presente caso en tanto la caución para esta precisa situación tiene como objeto 

suspender la posibilidad de ejecutar la sentencia de segunda instancia del 27 de 

noviembre de 2023 y responder por los eventuales perjuicios que se causen a 

Forzza SAS por esa situación, así que esa caución no es para impedir la práctica 

de unas medidas cautelares en el proceso ejecutivo, como indica la referida 

norma y menos en este caso que trata un proceso de naturaleza verbal, por lo 

que ese porcentaje resulta inaplicable para este caso y tampoco puede servir de 

referencia para tomar una decisión definitiva sobre este preciso asunto.   

 

15. Por lo anterior, consideramos que ese porcentaje del “10%” para la fijación de 

la caución debe modificarse para que, en su reemplazo, la caución que deba 

prestar la demandada se calcule por el valor actual de la condena, tanto de 

capital como de intereses, aumentado en un 50%, haciendo una analogía con 

el supuesto que consagra el artículo 602 del CGP, lo anterior en tanto que:  
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i). El presente proceso verbal lleva tramitándose, en ambas instancias, 

aproximadamente 7 años;  

 

ii). En ese lapso, por obviedad, Forzza S.A.S. ha sufrido los tremendos estragos 

y las negativas consecuencias económicas de no haber recuperado, a la fecha, 

el dinero que, de buena fe, depositó en la demandada; 

 

iii). Generalmente los procesos ante la Corte Suprema de Justicia, en materia 

de casación, están teniendo unas demoras significativas en su resolución de por 

lo menos 4 a 5  años, tiempo en el que transcurre la admisión del recurso, la 

presentación de la demanda de casación, la calificación de esa demanda, su 

admisión o inadmisión y la emisión de la sentencia correspondiente, por lo que 

el paso del tiempo y los perjuicios que pueda acarrear el trámite casacional para 

mi poderdante deben tener un respaldo amplio y suficiente por medio de la 

caución que deba prestar la demandada;  

 

iv). Quien pretende impedir que la sentencia de segunda instancia se ejecute es 

la parte demandada sobre la cual recaen las condenas impuestas por dicha 

providencia, lo cual obliga a que se tenga en cuenta una fórmula para calcular 

el monto de la caución mucho más estricta que responda realmente a los 

intereses y los derechos de quien venció en las instancias ordinarias a su 

contraparte, como en este caso es Forzza S.A.S., entendiendo que la casación 

no es una tercera instancia sino un medio extraordinario de revisión de 

legalidad de una sentencia de segunda instancia, que no desvirtúa que el pleito, 

en teoría, haya agotado sus doble instancia y que la demandada deba responder 

por las condenas que se le impusieron, como pasa en este caso y;  

 

v). En diversos memoriales presentados por nosotros, como el del 2 de 

diciembre de 2021 o el del 19 de mayo de 2022 (entre otros), aportamos a este 

Despacho una pluralidad de sentencias judiciales, proferidas en su gran 

mayoría por este Tribunal Superior, que dan cuenta de las diferentes condenas 

a las que ha sido sometida Acción Fiduciaria S.A. por los mismos hechos 

relacionados con la “estafa a gran escala” que se hizo con los inversionistas de 

Centro Comercial “Marcas Mall”, como pasó con el caso de Forzza S.A.S., lo 

cual es un muy importante indicador de la forma como actuó  Acción 

Fiduciaria S.A., de mala fe, en claro abuso del derecho y de posición de 

dominio frente a los inversionistas defraudados, entre otras conductas 

claramente ilegales.   

 

De ese modo, es necesario fijar una caución ejemplarizando y, en cierta 

medida, que pueda responder con suficiencia para los perjuicios que pueda 
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causar la no ejecución de la sentencia de segunda instancia, más cuando muy 

seguramente el extremo demandado se encuentra en diversos tipos de 

ejecuciones para hacer efectivas las condenas que se le han impuesto y que han 

resultado a favor de otros inversionistas, lo que puede generar una merma en 

sus finanzas y una posible dificultad para responder a futuro por las condenas 

emitidas a favor de Forzza S.A.S. 

Petición final.  

Solicito al Despacho del Magistrado que siga en Sala a la Honorable Magistrada 

ponente de este caso, una vez ella conceda este recurso de súplica, se sirva:   

1. Revocar en toda su integridad el numeral segundo de la parte resolutiva 

del auto de fecha 9 de febrero de 2024. 

2. Tener en cuenta, para fijar el porcentaje o fórmula de la caución que debe 

prestar el extremo demandado para impedir la ejecución de la sentencia de 

segunda instancia del 27 de noviembre de 2023, la suma total de 

COP$3.123.462.956 por concepto de las condenas impuestas a la 

demandada, a corte 15 de febrero de 2024, tanto por capital como por 

intereses moratorios.  

3. Fijar el monto de la caución que debe prestar la entidad fiduciaria 

demandada por el valor actual de la condena, valor mencionado 

anteriormente, aumentado en un 50%.    

Con toda atención,  

 

Consuelo Acuña Traslaviña 

C.C. No. 41.539.594 de Bogotá D.C. 

T.P. No. 28.958 del C. S. de la J. 

 



Forzza S.A.S.

Concepto Fecha Valor 

Capital 872.408.329                                             

Total intereses 2.251.054.627                                          

Total capital mas intereses 3.123.462.956                                          

Fecha incial 25/04/18

Fecha final 20/02/24

Fecha
 Interes 

mensuales 
 Acumulado de intereses  Acumulado total 

abr-18             5.431.083                                                     5.431.083           877.839.412 

may-18           33.672.715                                                   39.103.798           911.512.127 

jun-18           32.586.498                                                   71.690.295           944.098.624 

jul-18           33.632.556                                                 105.322.851           977.731.180 

ago-18           33.632.556                                                 138.955.407        1.011.363.736 

sep-18           32.547.634                                                 171.503.041        1.043.911.370 

oct-18           33.572.282                                                 205.075.323        1.077.483.652 

nov-18           32.489.305                                                 237.564.627        1.109.972.956 

dic-18                33.572.282                                                                271.136.909             1.143.545.238 

ene-19                33.522.021                                                                304.658.929             1.177.067.258 

feb-19                30.277.954                                                                334.936.883             1.207.345.212 

mar-19                33.522.021                                                                368.458.904             1.240.867.233 

abr-19                32.615.634                                                                401.074.538             1.273.482.867 

may-19                33.702.821                                                                434.777.359             1.307.185.688 

jun-19                32.615.634                                                                467.392.992             1.339.801.321 

jul-19                33.602.424                                                                500.995.416             1.373.403.745 

ago-19                33.602.424                                                                534.597.840             1.407.006.169 

sep-19                32.518.475                                                                567.116.315             1.439.524.644 

oct-19                33.451.605                                                                600.567.920             1.472.976.249 

nov-19                32.372.521                                                                632.940.441             1.505.348.770 

dic-19                33.451.605                                                                666.392.046             1.538.800.375 

ene-20                33.431.476                                                                699.823.522             1.572.231.851 

feb-20                31.274.606                                                                731.098.128             1.603.506.457 

mar-20                33.431.476                                                                764.529.604             1.636.937.933 

abr-20                32.732.073                                                                797.261.677             1.669.670.006 

may-20                33.823.142                                                                831.084.819             1.703.493.148 

jun-20                32.732.073                                                                863.816.892             1.736.225.221 

jul-20                31.620.579                                                                895.437.471             1.767.845.800 

ago-20                31.620.579                                                                927.058.050             1.799.466.379 

sep-20                30.600.560                                                                957.658.610             1.830.066.939 

oct-20                34.322.653                                                                991.981.263             1.864.389.592 

nov-20                33.215.471                                                            1.025.196.734             1.897.605.063 

dic-20                34.322.653                                                            1.059.519.387             1.931.927.716 



ene-21                34.322.653                                                            1.093.842.040             1.966.250.369 

feb-21                31.001.106                                                            1.124.843.146             1.997.251.475 

mar-21                34.322.653                                                            1.159.165.799             2.031.574.128 

abr-21                33.720.002                                                            1.192.885.802             2.065.294.131 

may-21                34.844.003                                                            1.227.729.805             2.100.138.134 

jun-21                33.720.002                                                            1.261.449.807             2.133.858.136 

jul-21                34.635.846                                                            1.296.085.653             2.168.493.982 

ago-21                34.635.846                                                            1.330.721.499             2.203.129.828 

sep-21                33.518.561                                                            1.364.240.059             2.236.648.388 

oct-21                34.053.281                                                            1.398.293.341             2.270.701.670 

nov-21                32.954.789                                                            1.431.248.129             2.303.656.458 

dic-21                34.053.281                                                            1.465.301.411             2.337.709.740 

ene-22                34.138.176                                                            1.499.439.587             2.371.847.916 

feb-22                30.834.481                                                            1.530.274.068             2.402.682.397 

mar-22                34.138.176                                                            1.564.412.244             2.436.820.573 

abr-22                33.398.420                                                            1.597.810.664             2.470.218.993 

may-22                34.511.701                                                            1.632.322.365             2.504.730.694 

jun-22                33.398.420                                                            1.665.720.785             2.538.129.114 

jul-22                35.622.541                                                            1.701.343.326             2.573.751.655 

ago-22                35.622.541                                                            1.736.965.867             2.609.374.196 

sep-22                34.473.427                                                            1.771.439.294             2.643.847.623 

oct-22                33.747.961                                                            1.805.187.256             2.677.595.585 

nov-22                32.659.318                                                            1.837.846.573             2.710.254.902 

dic-22                33.747.961                                                            1.871.594.535             2.744.002.864 

ene-23                35.421.198                                                            1.907.015.733             2.779.424.062 

feb-23                31.993.340                                                            1.939.009.073             2.811.417.402 

mar-23                35.421.198                                                            1.974.430.271             2.846.838.600 

abr-23                28.509.259                                                            2.002.939.530             2.875.347.859 

may-23                28.568.820                                                            2.031.508.350             2.903.916.679 

jun-23                27.249.101                                                            2.058.757.451             2.931.165.780 

jul-23                27.835.426                                                            2.086.592.877             2.959.001.206 

ago-23                27.344.739                                                            2.113.937.616             2.986.345.945 

sep-23                25.895.477                                                            2.139.833.093             3.012.241.422 

oct-23                25.524.426                                                            2.165.357.519             3.037.765.848 

nov-23                23.884.147                                                            2.189.241.666             3.061.649.995 

dic-23                24.277.456                                                            2.213.519.123             3.085.927.452 

ene-24                22.817.937                                                            2.236.337.060             3.108.745.389 

feb-24                14.717.568                                                            2.251.054.627             3.123.462.956 



Tasas de Intereses credito ordinario

 No dias Tasa anual Tasa mes

                            5 1 de abril de 2018 30 de junio de 2018 55,28% 3,74%

                          31 1 de abril de 2018 30 de junio de 2018 55,28% 3,74%

                          30 1 de abril de 2018 30 de junio de 2018 55,28% 3,74%

                          31 1 de julio de 2018 30 de septiembre de 2018 55,20% 3,73%

                          31 1 de julio de 2018 30 de septiembre de 2018 55,20% 3,73%

                          30 1 de julio de 2018 30 de septiembre de 2018 55,20% 3,73%

                          31 1 de octubre de 2018 31 de diciembre de 2018 55,08% 3,72%

                          30 1 de octubre de 2018 31 de diciembre de 2018 55,08% 3,72%

                                  31 1 de octubre de 2018 31 de diciembre de 2018 55,08% 3,72%

                                  31 1 de enero de 2019 31 de marzo de 2019 54,98% 3,72%

                                  28 1 de enero de 2019 31 de marzo de 2019 54,98% 3,72%

                                  31 1 de enero de 2019 31 de marzo de 2019 54,98% 3,72%

                                  30 1 de abril de 2019 30 de junio de 2019 55,34% 3,74%

                                  31 1 de abril de 2019 30 de junio de 2019 55,34% 3,74%

                                  30 1 de abril de 2019 30 de junio de 2019 55,34% 3,74%

                                  31 1 de julio de 2019 30 de septiembre de 2019 55,14% 3,73%

                                  31 1 de julio de 2019 30 de septiembre de 2019 55,14% 3,73%

                                  30 1 de julio de 2019 30 de septiembre de 2019 55,14% 3,73%

                                  31 1 de octubre de 2019 31 de diciembre de 2019 54,84% 3,71%

                                  30 1 de octubre de 2019 31 de diciembre de 2019 54,84% 3,71%

                                  31 1 de octubre de 2019 31 de diciembre de 2019 54,84% 3,71%

                                  31 1 de enero de 2020 31 de marzo de 2020 54,80% 3,71%

                                  29 1 de enero de 2020 31 de marzo de 2020 54,80% 3,71%

                                  31 1 de enero de 2020 31 de marzo de 2020 54,80% 3,71%

                                  30 1 de abril de 2020 30 de junio de 2020 55,58% 3,75%

                                  31 1 de abril de 2020 30 de junio de 2020 55,58% 3,75%

                                  30 1 de abril de 2020 30 de junio de 2020 55,58% 3,75%

                                  31 1 de julio de 2020 30 de septiembre de 2020 51,24% 3,51%

                                  31 1 de julio de 2020 30 de septiembre de 2020 51,24% 3,51%

                                  30 1 de julio de 2020 30 de septiembre de 2020 51,24% 3,51%

                                  31 1 de octubre de 2020 31 de diciembre de 2020 56,58% 3,81%

                                  30 1 de octubre de 2020 31 de diciembre de 2020 56,58% 3,81%

                                  31 1 de octubre de 2020 31 de diciembre de 2020 56,58% 3,81%



                                  31 1 de enero de 2021 31 de marzo de 2021 56,58% 3,81%

                                  28 1 de enero de 2021 31 de marzo de 2021 56,58% 3,81%

                                  31 1 de enero de 2021 31 de marzo de 2021 56,58% 3,81%

                                  30 1 de abril de 2021 30 de junio de 2021 57,63% 3,87%

                                  31 1 de abril de 2021 30 de junio de 2021 57,63% 3,87%

                                  30 1 de abril de 2021 30 de junio de 2021 57,63% 3,87%

                                  31 1 de julio de 2021 30 de septiembre de 2021 57,21% 3,84%

                                  31 1 de julio de 2021 30 de septiembre de 2021 57,21% 3,84%

                                  30 1 de julio de 2021 30 de septiembre de 2021 57,21% 3,84%

                                  31 1 de octubre de 2021 31 de diciembre de 2021 56,04% 3,78%

                                  30 1 de octubre de 2021 31 de diciembre de 2021 56,04% 3,78%

                                  31 1 de octubre de 2021 31 de diciembre de 2021 56,04% 3,78%

                                  31 1 de enero de 2022 31 de marzo de 2022 56,21% 3,79%

                                  28 1 de enero de 2022 31 de marzo de 2022 56,21% 3,79%

                                  31 1 de enero de 2022 31 de marzo de 2022 56,21% 3,79%

                                  30 1 de abril de 2022 30 de junio de 2022 56,96% 3,83%

                                  31 1 de abril de 2022 30 de junio de 2022 56,96% 3,83%

                                  30 1 de abril de 2022 30 de junio de 2022 56,96% 3,83%

                                  31 1 de julio de 2022 30 de septiembre de 2022 59,21% 3,95%

                                  31 1 de julio de 2022 30 de septiembre de 2022 59,21% 3,95%

                                  30 1 de julio de 2022 30 de septiembre de 2022 59,21% 3,95%

                                  31 1 de octubre 2022 31 de diciembre de 2022 55,43% 3,74%

                                  30 

1 de octubre 2022 31 de diciembre de 2022 55,43%

3,74%

                                  31 
1 de octubre 2022 31 de diciembre de 2022 55,43%

3,74%

                                  31 1 de enero de 2023 31 de marzo de 2023 58,80% 3,93%

                                  28 1 de enero de 2023 31 de marzo de 2023 58,80% 3,93%

                                  31 1 de enero de 2023 31 de marzo de 2023 58,80% 3,93%

                                  30 1 de abril de 2023 30 de abril de 2023 47,09% 3,27%

                                  31 1 de mayo de 2023 31 de mayo de 2023 45,41% 3,17%

                                  30 1 de junio de 2023 30 de junio de 2023 44,64% 3,12%

                                  31 1 de julio de 2023 31 de julio de 2023 44,04% 3,09%

                                  31 1 de agosto de 2023 31 de agosto de 2023 43,13% 3,03%

                                  30 
1 de septiembre de 2023 30 de septiembre de 2023 42,05%

2,97%

                                  31 1 de octubre de 2023 31 de octubre de 2023 39,80% 2,83%

                                  30 1 de noviembre de 2023 30 de noviembre de 2023 38,28% 2,74%

                                  31 1 de diciembre de 2023 31 de diciembre de 2023 37,56% 2,69%

                                  31 1 de enero de 2024 31 de enero de 2024 34,98% 2,53%

                                  20 1 de febrero de 2024 29 de febrero de 2024 34,97% 2,53%





1 de octubre 

2022

31 de diciembre 

de 2022

55.43%

1 de enero de 

2023

31 de marzo de 

2023

58.80%
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR ZULUAGA CARDONA RV: SUSTENTACION RECURSO
DE APELACION RADICADO 11001310303120200034101
Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Bogotá - Bogotá D.C.
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mar 13/02/2024 10:32 AM
Para: 2 GRUPO CIVIL <2grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co> 

1 archivos adjuntos (206 KB)
SUSTENTACION APELACION 11001310303120200034101.pdf;

MEMORIAL PARA REGISTRAR DR ZULUAGA CARDONA

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Gustavo Bohórquez B. <gustavobquez@gmail.com>
Enviado: martes, 13 de febrero de 2024 8:33
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Bogotá - Bogotá D.C.
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>; albilla1904@hotmail.com <albilla1904@hotmail.com>;
mariaerlya@gmail.com <mariaerlya@gmail.com>; Gloria Baron <gloria.baron@baronlemus.com>; Baron Lemus
Abogados <blabogados@baronlemus.com>
Asunto: SUSTENTACION RECURSO DE APELACION RADICADO 11001310303120200034101
 
Honorables
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA D.C.

SALA CIVIL

MAGISTRADO DR. IVAN DARIO ZULUAGA CARDONA  

Ciudad
 
Ref.:    PROCESO VERBAL (DECLARACION DE PERTENENCIA)
De:      CLAUDIA MARCELA BETANCUR
Vs:      MARIA ERLY ARIZA BUITRAGO Y OTROS
 
 
RDO: 11001310303120200034101
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ASUNTO: SUSTENTACION RECURSO DE APELACION INTERPUESTO CONTRA LA SENTENCIA
DE PRIMERA INSTANCIA PROFERIDA POR EL JUZGADO 31 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA
D.C. (Ley 2213 de 2022 Art. 12)  

Buenos días, como Apoderado de la parte demandante -apelante, allego lo referido en un archivo
adjunto, con copia a la parte demandada, a su apoderada y a la curadora, conforme lo ordena el
numeral 14 del Art. 78 del C.G.P.  

Cordial saludo.

--
GUSTAVO A. BOHORQUEZ. 
       Asesor Jurídico. 
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Honorables  
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA D.C. 
SALA CIVIL  
MAGISTRADO DR. IVAN DARIO ZULUAGA CARDONA    
Ciudad 
 
Ref.:  PROCESO VERBAL (DECLARACION DE PERTENENCIA) 
De:  CLAUDIA MARCELA BETANCUR 
Vs:  MARIA ERLY ARIZA BUITRAGO Y OTROS 
 
 
RDO:  11001310303120200034101 
 
 
ASUNTO: SUSTENTACION RECURSO DE APELACION INTERPUESTO CONTRA 
LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA PROFERIDA POR EL JUZGADO 31 CIVIL 
DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. (Ley 2213 de 2022 Art. 12)   
 
 
GUSTAVO A. BOHORQUEZ B. Mayor de edad y vecino de Bogotá, como apoderado 
de la demandante - apelante CLAUDIA MARCELA BETANCUR, estando dentro de la 
oportunidad legal- prevista en el Art. 12 de la Ley 2213 de 2022 - me permito sustentar 
el recurso de Apelación interpuesta contra la Sentencia - en los siguientes términos: 
 
I - DEL FALLO  
 

1. Al denegar las pretensiones de la demanda; y declarar fundadas las excepciones 
de “Ausencia de los presupuestos para configurar la prescripción extraordinaria 
adquisitiva de dominio que aduce la demandante” y la de “Inexistencia de los 
elementos esenciales para configurar la figura jurídica de la posesión invocada 
por el Actor” - en el fallo se aducen, entre otras, las siguientes razones: 
 

- Primero advirtió sobre los requisitos para la declaración de pertenencia, y acepto 
que se cumplían mayoritariamente, esto es, que la demanda se estaba incoando 
sobre un bien prescriptible y que coincida con el anunciado en las pretensiones 
de la demanda y que la posesión actual de la demandante también se había 
demostrado.... 
 

- No así con los demás requisitos, y empezó advirtiendo que uno de los 
poseedores en la cadena de la suma de posesiones que se alegó, concretamente 
el señor HECTOR MESIAS CARO R – no había tenido la posesión del 50% del 
predio (porción que es objeto del proceso que nos ocupa), por cuanto el haber 
iniciado un proceso de venta de la cosa común (divisorio) en contra de la aquí 
demandada – constituye un reconocimiento de dominio ajeno – lo que fue para 
el año 2008... 
 

- Dice además que CLELIA BOHORQUEZ y EFRAIN GUTIERREZ no tuvieron 
posesión, muy a pesar de la escritura pública suscrita en el año de 1996, con el 
fin de venderles el inmueble por parte de la aquí demandada – sostiene, luego 
de un muy particular análisis del acervo probatorio – que el inmueble se les 
entrego para que lo usufructuaran y que con el producto del usufructo se pagaran 
una obligación que MARIA ERLY ARIZA, tenían para con aquellos... 
 

- Advierte que obra una constancia de citación a conciliación que hizo 
GUILLERMO RODRIGUEZ (cónyuge de la demandada) a CLELIA 
BOHORQUEZ y cuya finalidad era solucionar una deuda de Rodríguez y en la 
cual se mencionó el inmueble objeto de este proceso – llegando a un acuerdo en 
que Guillermo Rodríguez se comprometía a pagar la obligación y a solicitar la 
restitución del inmueble en cuestión... 
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- Que obran también denuncias en la fiscalía para tratar de solucionar la situación 
de las obligaciones de la demandada y su cónyuge para con CLELIA 
BOHORQUEZ y EFRAIN GUTIERREZ, que de alguna manera desvirtúan 
cualquier prescripción... 
 

- Dice, INEXPLICABLEMENTE, que el Juzgado llega a la conclusión que la venta 
del inmueble de la aquí demandada a CLELIA BOHORQUEZ y EFRAIN 
GUTIERREZ, plasmada en la escritura pública 2120 de abril 26 de 1996 de la 
notaria segunda de Bogotá (que obra en el plenario) no se ajusta a la realidad... 
Que la conciliación realizada en el año 2000 ante la Fiscalía desvirtúa tal 
negociación; porque allí se acepta la deuda y que el inmueble garantiza la 
misma... 
 

- Advierte que los testimonios practicados a instancias de la parte actora – no 
aportan nada sobre las posesiones anteriores a la de la demandante, esto es las 
ejercidas por los señores CLELIA BOHORQUEZ, EFRAIN GUTIERREZ y 
HECTOR MESIAS CARO... 
 

- Así mismo, la petición de complementación de la sentencia hecha por la parte 
actora – en el sentido que se pronunciara sobre el reconocimiento de mejoras 
plantadas en el inmueble por la demandante – la niega aduciendo que no hay 
lugar a complementar el fallo de ninguna manera – que en la demanda no se 
pidieron mejoras... 
 

- Termina condenando en costas a la parte demandante, por una suma como 
agencias en derecho, de $15.000.000... 
 

DE LA INCONSISTENCIA DE LA DECISIÓN  
 

2. Si HECTOR CARO inicio un proceso divisorio contra la aquí demandada, pero 
una vez tuvo conocimiento que la señora ARIZA BUITRAGO no tenía la 
posesión del predio, que la había entregado, en un negocio de compraventa 
del inmueble en si – que por lo menos en cuanto a entregar la posesión surte 
todos los efectos – desistió de tal demanda y, más aun, compró la posesión 
mediante escritura pública (número 03016 del 23 de septiembre de 2010 de 
la notaria 17 de Bogotá) a los verdaderos poseedores CLELIA BOHORQUEZ 
y EFRAIN GUTIERREZ – y efectivamente recibió la posesión y el inmueble 
como tal.... 
 

3. El desistimiento deja sin efecto la actuación, por completo, y a esa situación 
jurídica se contrapone los hechos ciertos y positivos de posesión (actos de 
señor y dueño) que ejerció Héctor Caro, todo el tiempo, al igual que los que 
venían ejerciendo sus antecesores CLELIA BOHORQUEZ y EFRAIN 
GUTIERREZ... 
 
Recordemos lo dispuesto en nuestro ordenamiento procesal – artículo 95 del 
C.G.P., en cuanto a que no se considerara interrumpida la prescripción… 1. 
Cuando el demandante desista de la demanda…  
 
Es, pues, el efecto legal que se otorga al desistimiento de la demanda, - NO 
HAY INTERRUPCION DE LA PRESCRIPCION… 
    

4. Además, indudable es que la posesión es un hecho y se manifiesta de forma 
dinámica, inclusive prescindiendo de consideraciones jurídicas – porque 
prima sobre ello el hecho en sí de la posesión – que es lo que efectivamente 
ejerció HECTOR CARO (uno de los antecesores de la aquí demandante – en 
la posesión del predio objeto del proceso – y que suma a la posesión de la 
actora, como ella todo el tiempo adujo voluntad de hacer (sumar las 
posesiones de sus antecesores). 
 



GUSTAVO A. BOHORQUEZ B.     UNIVERSIDAD EXTERNADO DE COLOMBIA           
                       ABOGADO                                                   COLEGIO MAYOR   DE NTRA.   SRA.  DEL   
                                                                                            ROSARIO  
 
  

 

 

Carrera 13 No. 32-93 Torre 3 Of. 711  Tel : 305 2461805 Bogotá 

E-mail:gustavobquez@gmail.com 

 

3 

 

Este conceto lo explica luminosamente la Corte Suprema de Justicia en 
Sentencia de Casación Civil de julio 5 de 2007, Exp. 1998 - 00358 M.P. 
MANUEL ISIDRO ARDILA VELASQUEZ. – cuando dice: “…Quien posee no 
está abocado a andar justificando causas legales; por lo pronto, su causa es 
el hecho mismo y ha de presumirse lícita. Más todavía: esa causa meramente 
fáctica puede hacer que a la larga medren derechos, incluida la usucapión 
misma. Sí. Primero el hecho y después el derecho. Es así como deben 
mirarse las cosas en estas materias...”.  Y más adelante agrega: “… Lo que 
autoriza para afirmar que en más ha de estimarse el ejercicio vívido de los 
derechos, que los derechos en sí mismos considerados, pues si se consiente 
en que ellos no son fines sino apenas medios, es el dinamismo el que les 
entrega su razón de ser. Así que como el mundo de hoy es un constante 
agitar de derechos, se encarece aún más el aprecio por las relaciones 
materiales en sí mismas consideradas, desgajándolas, así sea de momento, 
de consideraciones jurídicas.  
 
Y para mayor claridad – concluye el fallo comentado: “En fin, en el ámbito 
posesorio, lo más saliente son los hechos. Y más puntualmente el poder de 
hecho. El acierto en el punto parece, pues, en no olvidar esto, habida 
consideración que un análisis correcto de la cuestión posesoria ha de 
guardarse, todo lo más y hasta donde sea posible, de crear una fatalidad 
entre el hecho y el derecho; de otro modo, no sólo se empaña el 
entendimiento sino que suscita el extravío, injusto como el que más, de exigir 
a los poseedores que incesantemente justifiquen su actuar fáctico, con 
rotundo desmedro de acaso la más provechosa de cuanta presunción 
imaginó el código civil (artículo 762). A buen seguro que fue por todo ello, que 
cuando la Corte advirtió la confusión que quiso hacerse de la posesión, como 
hecho material que es, con las cuestiones que más tenían que ver con los 
derechos en sí, enhorabuena desligó una cosa de otra, para que entonces 
prevaleciera la noción que principalmente destaca en la posesión, que no es 
otra que la cuestión fáctica y material…”     
  

5. Ahora bien, bastante peculiar la valoración de las pruebas que hace el 
juzgado – cuando llega a la conclusión que lo que se entregó por parte de la 
demandada aquí a los señores antecesores CLELIA BOHORQUEZ y 
EFRAIN GUTIERREZ fue el usufructo del inmueble y no la posesión – acaso 
por el simple dicho de la demandada y su testigo (su cónyuge) o por deducirlo 
de una mención de una obligación en una conciliación – cuando lo 
efectivamente probado en el proceso – por expresa confesión de la 
demandada y ratificada en el testimonio del Señor GUILLERMO 
RODRIGUEZ (testigo a instancias de la parte demandada) fue que se entregó 
el inmueble y la posesión – más claro, imposible. 

 
6. Que en una conciliación en que el convocante no fue la aquí demandada para 

solucionar unas obligaciones – y se haya mencionado el inmueble objeto de 
este proceso – para nada significa que el inmueble era la garantía de tales 
obligaciones – si así fuera, ¿porque no se constituyó hipoteca?... o si se 
entregó en usufructo – ¿porque no se documentó esta situación?... 

 
Insistimos, equivoca – sin fundamentos facticos reales, el fallador la 
interpretación o valoración de las pruebas vertidas al plenario. 
 

7. Aplica lo mencionado en el numeral anterior para la particular afirmación del 
fallo de concluir que la escritura pública en que se plasma la venta del 
inmueble de la demandada a los señores CLELIA BOHORQUEZ y EFRAIN 
GUTIERREZ no se ajusta a la realidad... 
 
Lo plasmado en la escritura es de total claridad y no admite interpretaciones 
diferentes a lo allí consignado – apuntalado además en la confesión de la 
demandada de haber entregado la “posesión” del inmueble a los multicitados 
BOHORQUEZ y GUTIERREZ. 
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8. En este caso no hay discusión que la suma de posesiones alegada se 
apuntala en documentos idóneos, traslativos de dominio, como las escrituras 
públicas aducidas y allegadas al plenario – pero si algún manto de duda 
hubiera sobre los mismos – debemos recordar aquí que nuestra Honorable 
Corte Suprema de Justicia rectificó su doctrina en cuanto que cualquier 
documento es válido para fundar la suma de posesiones, siempre que lo que 
se esté alegando sea la posesión extraordinaria o irregular, dejando para el 
caso de las  posesiones regulares el rigor o exigencia de específicos 
documentos demostrativos de un título de dominio o escritura pública, así lo 
dispuso la sentencia ya citada, cuando dijo: “…Por lo demás, requerir que en 
tales casos, para poder sumar posesiones, exhiba una escritura pública, es 
demandarle cosas como si él alegase ser poseedor regular, donde tal 
exigencia sí está justificada del todo. Una cosa es aducir suma de posesiones 
y otra alegar que se es poseedor regular. 
Para sumar posesiones no se requiere un poseedor regular…                
  

9. En cuanto a que los testimonios practicados no aportan o no explican las 
posesiones anteriores a la de la demandante – no es de recibo, ni por asomo, 
pues contundente fue el testimonio de HECTOR CARO sobre sus actos de 
Señor y Dueño en el periodo en que tuvo la posesión del predio objeto de la 
demanda – y no se diga la declaración de FERNANDO BENTANCOUR, quien 
adicionalmente allego documentos que prueban fehacientemente los actos 
positivos de posesión efectuados por los multicitados CLELIA BOHORQUEZ 
y EFRAIN GUTIERREZ, tales como haber dado en arrendamiento el predio, 
y ante el incumplimiento de dicho contrato por el arrendatario, presentar la 
acción legal procedente (restitución de inmueble arrendado) para recuperar 
el fundo (se allego inclusive copia del fallo de tal proceso). 
 

10. Aquí Señoría, se probaron hasta la saciedad actos positivos y externos de la 
posesión de todos los poseedores intervinientes en la suma de posesiones 
invocada en la demanda que nos ocupa. 

 
La posesión es un hecho – y como tal su comprobación – prima sobre 
cualquier fenómeno jurídico aparente – es lo mismo que el fallo aquí recurrido, 
trata de hacer al decir que la escritura de venta de 1996, aunque plasme una 
negociación en que se entregó la posesión a los compradores – por otras 
circunstancias – no tan contundentes ni claras – considera que no se ajusta 
a la realidad 
 

11. En cuanto a que no debía pronunciarse el Despacho sobre el reconocimiento 
de mejoras – a su decir, porque no se reclamaron en la demanda – hemos de 
decir que no pronunciarse sobre esta reclamación convierte el fallo aquí 
apelado en incongruente – por cuanto muy claro lo establece el artículo 281 
del C.G.P. “La sentencia deberá estar en consonancia con los hechos y 
pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este 
código contempla y con las excepciones que aparezcan probadas...” 
 

12. Pues bien, tanto en los hechos de la demanda, como al momento de alegar 
el derecho de retención sobre el inmueble, (también dentro del libelo inicial), 
se adujeron las mejoras realizadas al inmueble por la demandante y 
constituyen fundamento de su reclamación – adicionalmente en el alegato de 
conclusión se hizo énfasis sobre este aspecto de las pretensiones de la parte 
actora. 

 
13. Señor Juez, en el sub lite se probó fehacientemente el cumplimiento de los 

requisitos o presupuestos para configurar la prescripción extraordinaria 
adquisitiva de dominio, en este caso – probado también, con el acaecimiento 
del fenómeno jurídico, contemplado en nuestra legislación (artículo 778 del 
C.C.C) de la SUMA DE POSESIONES. 



GUSTAVO A. BOHORQUEZ B.     UNIVERSIDAD EXTERNADO DE COLOMBIA           
                       ABOGADO                                                   COLEGIO MAYOR   DE NTRA.   SRA.  DEL   
                                                                                            ROSARIO  
 
  

 

 

Carrera 13 No. 32-93 Torre 3 Of. 711  Tel : 305 2461805 Bogotá 

E-mail:gustavobquez@gmail.com 

 

5 

 

DE LA REALIDAD FACTICA Y JURIDICA Y DE LAS PRUEBAS EN EL SUB LITE 
 

14.  La señora CLAUDIA BETANCUR demostró aquí que tiene legitimación y 
derecho para reclamar la declaración de pertenencia- que ha adquirido por el 
modo de la prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio la propiedad 
del inmueble objeto del proceso. 

15. Las pruebas practicadas en el sub lite son contundentes y fundamentan de 
manera coherente las pretensiones de la demanda. 

16. Con la Inspección Judicial practicada en el proceso se identificó plenamente 
el predio objeto de la demanda, que coincide totalmente con las pretensiones 
de la misma- allí mismo se constataron las mejoras realizadas por la 
demandante al inmueble, ratificadas y aceptadas en dicha diligencia- 
expresamente por la demandada. 

17. Además de la inspección judicial comentada, se practicaron testimonios de 
personas conocedoras del predio y de su historia, en declaraciones 
responsivas, con explicación de la ciencia de su dicho. 

18. Pues bien, las declaraciones de FERNANDO BETANCOURT, LINA 
BETANCUR, FERNANDO VARGAS y primordialmente la de HECTOR 
MESIAS CARO RIAPIRA, amén de los interrogatorios absueltos por ambas 
partes- dan cuenta de la posesión con “ánimo de señora y dueña” sobre el 
inmueble objeto de la demanda por parte de la actora, (CLAUDIA 
BETANCUR), de la suma de posesiones- y propiamente de la posesión 
ejercida por todos y cada uno de los poseedores en la cadena o trazabilidad 
alegada y probada aquí, así como de los actos de posesión con “ánimo de 
señora y dueña” directamente realizados por la demandante- tales como la 
remodelación del inmueble, le hizo construcciones y mejoras de toda índole, 
(también más que probadas en el sub lite), pagó y paga los impuestos de 
dicho predio, ha vivido allí, etc. 

19. Posesión ejercida, tanto de los iniciales poseedores (desde 1996), como la 
de la demandante directamente- según las pruebas allegadas- y la versión de 
los testigos, todos al unísono, en forma pacífica, sin interrupción de ninguna 
clase, sin reconocer a nadie diferente de la demandante como dueña o con 
derechos sobre el inmueble multicitado, y por un tiempo superior al exigido 
por nuestra legislación como fundamento para la prescripción adquisitiva 
extraordinaria de dominio. 

20. Finalmente, se destacan las pruebas de dictamen pericial- que da cuenta del 
valor de las mejoras, valor del inmueble, y coincidencia del predio con el 
referido en las pretensiones de la demanda. 

21. Contrario sensu- no probó jamás la parte demandada sus afirmaciones, pues 
los testimonios practicados a su instancia fueron prácticamente nulos y sin la 
razón de la ciencia de su dicho (su principal testigo, por demás incoherente, 
fue su cónyuge - declaración de por sí a la que se le debe restar credibilidad) 

22. Aquí es de resaltar la luminosa claridad de los interrogatorios de parte 
absueltos por ambas partes (valga la redundancia) por la contundencia, 
seriedad claridad de las respuestas de la poseedora (con ánimo de señora y 
dueña) CLAUDIA BETANCUR y lo dubitativo de la señora MARIA ERLI 
ARIZA demandada. 
 

Hasta aquí hemos puntualizado las inconsistencias del fallo apelado – para que el 
Honorable Tribunal se sirva analizar los errores que endilgamos a dicha providencia – 
hecho lo cual, procedemos a enunciar el cumplimiento de todos los requisitos facticos y 
legales en este caso – para que se profiera sentencia que acoja íntegramente las 
pretensiones de la demanda.       
 
 DEL DERECHO 

 
A. DE LA ACCION INSTAURADA 
 
La acción promovida aquí por la demandante es la de PERTENENCIA, consagrada 
por el Art. 375 del C.G.P., y cuya finalidad jurídica se orienta a obtener en su favor, 
la declaración de dominio del bien inmueble relacionado en la demanda, por haberlo 
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poseído en la forma y por el tiempo reclamado por la ley sustancial ( teniendo en 
cuenta la suma de posesiones probada en el caso sub examine) que consagra lo 
concerniente a la prescripción adquisitiva de ese derecho, ya sea ordinaria o 
extraordinaria. 
 

B. DE LA PRESCRIPCION ADQUISITIVA DE DOMINIO 
 
1. Conforme con nuestro Código Civil Colombiano (Art. 2512 y concordantes). 
 

La PRESCRIPCION es “un modo de adquirir las cosas ajenas, o de extinguir 
las acciones o derechos ajenos, por haberse poseído las cosas y no haberse 
ejercido dichas acciones y derechos durante cierto lapso de tiempo, y 
concurriendo los demás requisitos legales”  (Art. 2512 del C.C.). 

 
A través de la prescripción es posible adquirir el dominio de los bienes 
corporales, raíces o muebles que están en el comercio humano y se han 
poseído con las condiciones legales.  Art.  2518 del C.C. 

 
Nuestro ordenamiento jurídico instituyó dos clases de prescripción adquisitiva 
de dominio: ordinaria y extraordinaria.  Cada una de ellas se estructura por sus 
propios elementos, que difieren en cuanto a la duración de la posesión material, 
así como en lo que atañe a la calidad de la persona que la ejerce, por cuanto 
respecto de bienes inmuebles, que es el caso en examen, la primera, es decir, 
la ordinaria, exige posesión regular, esto es, justo título y posesión material por 
espacio igual o superior a cinco años, mientras que la segunda –extraordinaria- 
puede ser realizada por un poseedor irregular, vale decir, sin título alguno y 
posesión material no inferior a diez años.  (Art.  2527 a 2532 del C.C.- hoy 
modificados y reducidos tales espacios de tiempo) 

 
La demanda que motivó el presente asunto, determinó que la demandante 
invoca la de linaje extraordinario, vale decir, 10 años de posesión, por lo que 
no es preciso acreditar nexo o vínculo jurídico alguno entre el usucapiente y los 
titulares del inmueble respectivo. 

 
C. DE LA SUMA DE POSESIONES (Art. 778 del C.C.C. 

 
Suma de posesiones aplicable plenamente en el sub lite siguiendo las voces o 
lineamientos del art. 778 del C.C.C.- en concordancia con el art. 2521 ídem- toda 
vez que mi mandante quiere o desea añadir a su posesión la de sus antecesores- 
y cumple todos los requisitos legales y jurisprudenciales establecidos para el 
efecto. (hay un negocio traslativo entre ellos, específicamente compraventas- 
referida en los numerales anteriores; los antecesores señores EFRAIN 
GUTIERREZ AVILA, CLELIA MARIA BOHORQUEZ DE GUTIERREZ Y 
HECTOR MESIAS CARO RIAPIRA fueron poseedores del bien, cadena de 
posesiones ininterrumpida- y el bien fue entregado y la aquí demandante entró a 
realizar actos de señorío calificatorios de posesión con vocación de usucapir) – 
sin dejar de lado lo expuesto a la luz de la jurisprudencia citada, en cuanto al 
menor rigor de la documentación exigida para suma de posesiones en casos, 
como aquí sucede, de invocar la posesión de linaje extraordinario y no posesión 
regular.   

 
D. DE LOS REQUISITOS PARA LA PROSPERIDAD DE LAS PRETENSIONES 
 
De acuerdo con las normas anteriormente enunciadas y según reiterados 
pronunciamientos que sobre el punto ha hecho la H.  Corte Suprema de Justicia, se 
sabe que para que las pretensiones en la acción de pertenencia sean viables, es 
necesaria la existencia simultánea de los siguientes elementos: 

 
1 Que el asunto verse sobre una cosa legalmente prescriptible. 
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2 Que se trate de una cosa singular, que se haya podido identificar y determinar   
plenamente y que sea la misma enunciada en la demanda. 

 
3 Que sobre dicho bien, quien pretenda adquirir su dominio por ese modo, haya 
ejercido y ejerza posesión material en forma pacífica, pública y continua durante 
un lapso de tiempo determinado por la ley. 

 
En el sub lite, y conforme con las pruebas practicadas no cabe duda del 
cumplimiento de todos y cada uno de los requisitos para la prosperidad de las 
pretensiones- y veamos: 
 
De acuerdo con el folio  de matrícula No .50S-270164, expedido por la Oficina de 
Registro de Instrumentos Públicos de Bogotá D.C., y que corresponde al 
inmueble objeto de este proceso, se establece en forma clara que se trata de un 
bien que puede adquirirse por vía de prescripción, pues es de propiedad privada 
y no se encuentra dentro de los rotulados como “IMPRESCRIPTIBLES” 

 
El segundo elemento o requisito quedó más que demostrado con la práctica de la 
Inspección judicial, amén de que en transcurso del proceso se logró la plena 
identificación y determinación del inmueble pretendido, estableciendo que se trata de 
un bien raíz, cosa singular, y es exactamente el mismo enunciado en las 
pretensiones de la demanda. 

 
Finalmente, sobre la posesión material en forma pacífica, quieta, ininterrumpida, con 
ánimo de señor y dueño por el tiempo exigido por la legislación; obran en el plenario los 
testimonios contundentes, el dictamen pericial, la inspección  judicial y la prueba 
documental- que copiosamente se anexó con la demanda (recibos de pago de impuesto 
predial, de servicios públicos, de instalación de los mismos,  pago de reparaciones, 
mejoras y arreglos locativos, etc.) y que dan cuenta del cumplimiento en extremo de este 
requisito y adicionalmente se probó también el cumplimiento de los requisitos para la 
aplicación de la figura jurídica- aquí invocada- de “suma de posesiones” 
 
En conclusión, reunidos y cumplidos todos los presupuestos y requisitos de la acción de 
pertenencia, debidamente probados en el plenario, se impone declarar prósperas las 
pretensiones de la demandante, como aquí se solicitará. 
 
Fiel a lo expuesto, y con la claridad que asoma al plenario, comedidamente pido al 
Honorable Tribunal: 
 
REVOCAR LA SENTENCIA IMPUGNADA. 
 
Y en su lugar: ACOGER INTEGRAMENTE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA, 
ESTO ES, DECLARAR QUE LA SEÑORA CLAUDIA MARCELA BETANCUR R., 
ADQUIRIO POR PRESCRIPCION ADQUISITIVA EXTRAORDINARIA DE DOMINIO, EL 
DOMINIO PLENO Y ABSOLUTO DEL PREDIO (BIEN INMUEBLE) OBJETO DE LA 
DEMANDA- Y CONSECUENCIALMENTE: ORDENAR EL REGISTRO DE LA 
SENTENCIA EN EL FOLIO DE MATRICULA INMOBILIARIA CORRESPONDIENTE 
(No. 50S-270164). 
 
Cortésmente, febrero de 2024 
 

 
GUSTAVO A. BOHÓRQUEZ B. 
T.P. 38.217 del C.S. de la J 
C.C. 19.467.375 de Bogotá 
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Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
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CURIEL MEDINA - RAD 2020-00425-01.
 
SEÑORES
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA D.C.
SALA CIVIL DE DECISIÒN.
M.P. SANDRA CECILIA RODRIGUEZ ESLAVA.

E.                   S.       D.
 

REFERENCIA: PROCESO DECLARATIVO VERBAL PROMOVIDO POR CARLOS
JULIO CURIEL MEDINA CONTRA ZURICH COLOMBIA SEGUROS S.A. (ANTES QBE
SEGUROS
S.A. Y ZLS ASEGURADORA DE COLOMBIA S.A.) RAD. 2020-00425-01.

 
ASUNTO:   SUSTENTACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN EN CONTRA DE LA
SENTENCIA DEL 05 DE DICIEMBRE DEL 2023.

 
IVAN ALEXANDER RIBON DUQUE, mayor de edad, identificado con Cédula de ciudadanía Numero
1.140.878.853 expedida en Barranquilla (Atlántico), Abogado Titulado e Inscrito, portador de la Tarjeta



Profesional Número 372.400 del Consejo Superior de la Judicatura, con domicilio profesional en la
Carrera 48 Número 76-81 Edificio Kairós Oficina 1103, de la ciudad de Barranquilla (Atlántico), Correo
Electrónico abogadosribonsas@gmail.com, Celular 3174543913, actuando en calidad de Apoderado
judicial de parte de Demandante procedo a presentar SUSTENTACIÓN DEL RECURSO DE
APELACIÓN EN CONTRA DE LA SENTENCIA DEL 05 DE DICIEMBRE DE 2023, la cual fue emitida
en Auto de fecha 05/02/2024 con fundamento en el Artículo 327 del código General del Proceso en
donde se formulan los siguientes términos:

--
Saludos Cordiales, 
 
Ivan Alexander Ribon Duque.
Celular: 3174543913.
Teléfono: (60+5) 3536837.
Carrera 48 #76-81 Edificio Kairos Oficina 1103 Barranquilla.
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SALA CIVIL DE DECISIÒN. 
M.P. SANDRA CECILIA RODRIGUEZ ESLAVA.  
E. S. D. 

 
REFERENCIA: PROCESO DECLARATIVO VERBAL PROMOVIDO POR CARLOS JULIO CURIEL 

MEDINA CONTRA ZURICH COLOMBIA SEGUROS S.A. (ANTES QBE SEGUROS 
S.A. Y ZLS ASEGURADORA DE COLOMBIA S.A.) RAD. 2020-00425-00. 

 
ASUNTO: SUSTENTACIÒN DEL RECURSO DE APELACIÓN EN CONTRA DE LA 

SENTENCIA DEL 05 DE DICIEMBRE DEL 2023. 
 
IVAN ALEXANDER RIBON DUQUE, mayor de edad, identificado con Cédula de ciudadanía Numero 
1.140.878.853 expedida en Barranquilla (Atlántico), Abogado Titulado e Inscrito, portador de la 
Tarjeta Profesional Número 372.400 del Consejo Superior de la Judicatura, con domicilio profesional 
en la Carrera 48 Número 76-81 Edificio Kairós Oficina 1103, de la ciudad de Barranquilla (Atlántico), 
Correo Electrónico abogadosribonsas@gmail.com, Celular 3174543913, actuando en calidad de 
Apoderado judicial de parte de Demandante procedo a presentar SUSTENTACION DEL RECURSO 
DE APELACION EN CONTRA DE LA SENTENCIA DEL 05 DE DICIEMBRE DE 2023, la cual fue 
emitida en Auto de fecha 05/02/2024 con fundamento en el Articulo 327 del código General del Proceso 
en donde se formulan los siguientes términos: 

 
SUSTENTACION PUNTUAL SOBRE LOS PUNTOS DE APELACIÒN 

 
1. CON RESPECTO AL CLAUSURADO. 

 
No es de recibo de la parte actora, esta decisión del instructor judicial de la primera instancia, en la 
cual no se analizó en principio de la Sana Critica como anotación determinante lo que constituye un 
yerro en la decisión a pesar de haber anotado en la Sentencia Apelada, “el documento por medio del 
cual se perfecciona y prueba del contrato de seguro se denomina póliza “, el cual “ deberá 
redactarse en castellano, ser firmado por el asegurador y entregarse, en su original, al tomador, 
dentro de los 15 días siguientes a la fecha de expendición (art. 1046)”. Por la anotación de la 
Sentencia el Juez de Primera Instancia, se olvida de la condición del Discapacitado Invalido señor 
CARLOS JULIO CURIEL MEDINA quien es el beneficiario, que siempre cumplido las condiciones 
propias para obtener el beneficio, como se demuestra en el clausulado de la póliza tomada por 
ZURICH COLOMBIA SEGUROS S.A. (ANTES QBE SEGUROS S.A. Y ZLS ASEGURADORA DE 
COLOMBIA S.A.), lo que constituye una Prueba de plena Validez; de las condiciones generales 
del clausulado de la póliza el único punto de la negación de las pretensiones se basa en que a 
pesar de analizar la situación planteada por que presuntamente no se cumplió “iv) dicha 
incapacidad total y permanente o invalidez haya existido por un periodo continuo no menos de 120 
días calendarios contados desde fecha estructuración de la invalidez y se encuentre dentro de 
la vigencia del seguro y no haya sido provocada por el asegurado”. 

 

El motivo de la inconformidad tal menciona en la sentencia art.1046 del Código de Comercio debe 
trascrito en idioma castellano lo que constituye yerro que Instructor judicial de Primera instancia 
definición se constituyó un rotulo creo una situación que no estaba en clausurado de los póliza por se 
dejó llevar de una tesis de parte de aseguradora de INCAPACIDADES TEMPORALES EXPENDIDO 
POR LA EPS, o debe analizar el instructor de Segunda Instancia que ninguna parte de clausurado se 
existe esta condición por cual creo una decisión desacobardada ante plenario procesal no solamente 
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se referencia a los periodo continuo no menos de 120 días calendarios (resalto mío) lo que 
constituye una violación de Debido Proceso y lo pertinente a las Plena Prueba aportada por partes 
(clausurado de póliza) documenta esta debe darse plena validez “El defecto fáctico por no valoración 
de pruebas se presenta “cuando el funcionario judicial omite considerar elementos probatorios que 
constan en el proceso, no los advierte o simplemente no los tiene en cuenta para efectos de 
fundamentar su decisión y, en el caso concreto, resulta evidente que de haberse realizado su análisis 
y valoración, la solución del asunto jurídico debatido habría variado sustancialmente”. No obstante, lo 
anterior, la Corte ha reconocido que en la valoración del acervo probatorio el análisis que pueda 
realizar el juez constitucional es limitado, en tanto quien puede llevar a cabo un mejor y más completo 
estudio es el juez natural debido al principio de inmediación de la prueba.” En este caso solo en 
clausurado hace claridad en idioma castellano de haya existido por un periodo continuo no menos de 
120 días calendarios contados desde fecha estructuración de la invalidez. 

 
Así las cosas, en las condiciones de la póliza enuncia: 

 

Así las cosas se deberá definir acorde a la norma los conceptos de Incapacidad Total y Permanente, 
e Incapacidad Temporal. 

 
Incapacidad Total y Permanente: (Decreto 1507 de 2014) 

 
Es la perdida de la capacidad laboral u ocupacional igual o superior al cincuenta por ciento 
50%. 



Fecha de Estructuración: 
 

"se entiende Como la fecha en la que una persona pierde un grado o porcentaje de su 
capacidad laboral u ocupacional de cualquier origen como consecuencia de una enfermedad 
o accidente y que se determina con base en la evolución de las secuelas que han dejado esto 
para el estado de invalidez esta fecha debe ser determinada en el momento en el que la 
persona evaluada alcanza el 50% de pérdida de capacidad laboral u ocupacional. Esta fecha 
debe soportarse en historia clínica los exámenes clínicos y de ayuda diagnóstica y puede ser 
anterior o responder a la fecha de la declaración de la pérdida de capacidad laboral para 
aquellos casos en los cuales no existe historia clínica se debe apoyar en la historia natural de 
la enfermedad en todo caso esta fecha debe estar argumentada por el calificador y consignada 
en la calificación además no puede estar sujeta a que el solicitante haya estado laborando y 
cotizando el sistema de seguridad social integral" 

 
Incapacidad Temporal: (Art 2. Ley 776 de 2002) 

 
Se entiende por incapacidad temporal, aquella que según el cuadro agudo de la enfermedad 
o lesión que presente el afiliado al Sistema General de Riesgos Profesionales, le impida 
desempeñar su capacidad laboral por un tiempo determinado.” 

 

una vez definidos esto conceptos se puede concluir: 
 

INVALIDEZ = INCAPACIDAD TOTAL Y PERMANTE 

INCAPACIDAD TOTAL Y PERMANENTE ≠ INCAPACIDAD TEMPORAL 

A raíz de esto el único requisito que debía superar mi poderdante es permanecer en Invalidez o 
Incapacitado total y permanente mente desde la fecha de estructuración de la misma, la cual es 
14/06/2018. 

 
El dictamen 17953503-9869 de fecha 22/08/2029, emitido por la Junta Nacional de Calificación de 
Invalidez, se encuentra en firme, asi las cosas. Si se pretendía que este dictamen no tuviese validez 
se debía demandar ante la Jurisdicción ordinaria laboral1. 

 
2. APLICACIÓN DE SENTENCIAS SIMILARES: 

 
 

1 ARTÍCULO 2.2.5.1.42. Controversias sobre los dictámenes de las Juntas de Calificación de Invalidez. Las 

controversias que se susciten en relación con los dictámenes emitidos en firme por las Juntas de Calificación 

de Invalidez, serán dirimidas por la justicia laboral ordinaria de conformidad con lo previsto en el Código 

Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, mediante demanda promovida contra el dictamen de la Junta 

correspondiente. Para efectos del proceso judicial, el director administrativo y financiero representará a la 

Junta como entidad privada del Régimen de Seguridad Social Integral, con personería jurídica, y autonomía 

técnica y científica en los dictámenes. 

PARÁGRAFO. Frente al dictamen proferido por las Junta Regional o Nacional solo será procedente acudir a 

la justicia ordinaria cuando el mismo se encuentre en firme. 

(Decreto 1352 de 2013, art. 44) 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=68355


Conforme a la carta política, en su articulo 230, y del artículo 14 del código general del proceso, el 
instructor judicial desconoció fallo de condiciones similares, proferido por Juzgado 1 Civil del Circuito 
de Barranquilla, en el proceso de radicado 08001-40-53-008-2019-00654-01. 

 
Siendo esto el único punto de diferencia entre las partes. Debo recalcar que el señor Demandante 
solo era el BENEFICIARIO- o extrabajador de la empresa ZURICH COLOMBIA SEGUROS S.A. 
(ANTES QBE SEGUROS S.A. Y ZLS ASEGURADORA DE COLOMBIA S.A.), la única condición que 
tenía el clausurado era el periodo continuo no menos de 120 días calendarios, no tenía el rotulo de 
INCAPACIDADES TEMPORALES EXPEDIDAS POR LA EPS, no lo establece el clausulado de la 
póliza, lo cual puede ser constatado con la simple lectura de la prueba aportada por las partes 
CLAUSURADO DE LA POLIZA. 

 
“Finalmente el juez resuelve absolver a la parte demandada, porque la parte actora no probo el periodo 
de 120 días de incapacidades temporales expedidas por la EPS. Finalmente se advierte que si bien el 
extremo actor alega en sus alegatos de conclusión que la parte demandante ZURICH COLOMBIA 
SEGUROS S.A. (ANTES QBE SEGUROS S.A. Y ZLS ASEGURADORA DE COLOMBIA S.A.) LTDA, 
cita en su interrogatorio de parte una norma como loe es el artículo 41 de La ley 100 de 1993, 
modificada por el art. 142 Dicto 19 de 2012; lo cierto es que más allá de haber sido una simple 
impresión, dicha situación en nada influye en esta decisión y respecto de la denominación de las 
exceptivas propuestas por la entidad aseguradora, independientemente del nombre que se le haya 
dado, lo cierto es que se atacaba el incumplimiento de los requisitos contractuales para el pago de la 
póliza” 

 
Siendo este punto el que genero la sentencia absolutoria, a pesar que se cumplieron todas las 
condiciones como lo establecía la póliza; cuando existe duda debe basarse en analizar las pruebas 
en darle plena validez… Adicionalmente en la prueba allegada del expediente de la JUNTA 
REGIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ, la parte Demandante no solicito la nulidad del 
dictamen porque no se cumplían los 120 días de Incapacidades temporales expedidos por la EPS, la 
cual hizo parte del proceso en su condición de apelante en el momento oportuno de cuestionar la 
validez del proceso de calificación. 

 



 
 

 

Por lo anterior expuesto, le solicito revocar la sentencia por la errada aplicación del material probatorio, 
con respecto a la definición de los 120 días de incapacidad parcial y permanente con incapacidad 
temporales de la EPS y no como lo deja plasmado en Sentencia apelada de 120 días de incapacidades 
temporales expedidas por la EPS Salud total, que no lo establecía en ninguna parte del clausulado de 
la póliza. 

 

Me ratifico en cada uno de los puntos presentados en el RECURSO DE APELACION 
presentado ante el JUZGADO TREINTA Y NUEVE CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA.  

 
Atentamente: 

 

IVAN ALEXANDER RIBON DUQUE. 
C.C. 1.140.878.853 de Barranquilla. 
T.P. 372.400 del C.S. de la J. 
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR ZULUAGA CARDONA RV: SUSTENTACIÓN RECURSO
DE APELACIÓN PARCIAL SENTENCIA 11-001-31-03-040-2021-00190-01
Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Bogotá - Bogotá D.C.
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 12/02/2024 4:54 PM
Para: 2 GRUPO CIVIL <2grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co> 

1 archivos adjuntos (907 KB)
SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN PARCIAL SENTENCIA 2021-00190 - 01.pdf;

MEMORIAL PARA REGISTRAR DR ZULUAGA CARDONA

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: 哥伦比亚MAR2项目征地 <expropiaciones-predial@chec.bj.cn>
Enviado: lunes, 12 de febrero de 2024 16:40
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Bogotá - Bogotá D.C.
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: ana.noriega <ana.noriega@chec.bj.cn>; pricila.manco <pricila.manco@chec.bj.cn>
Asunto: SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN PARCIAL SENTENCIA 11-001-31-03-040-2021-00190-01
 
Señores
HONORABLE TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.
MP. IVÁN DARÍO ZULUAGA CARDONA
E.                                            S.                                            D.
 
REFERENCIA:         PROCESO DE EXPROPIACIÓN 11-001-31-03-040-2021-00190-01
PREDIO:                   CAM2-UF4-CDA-237
DEMANDANTE:       AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA – ANI
DEMANDADOS:        HEREDEROS DETERMINADOS E INDETERMINADOS DE NICOLAS GARCIA

CIFUENTES, DE JESUS MARIA GIRALDO FLOREZ, DE JUAN BAUTISTA VELASQUEZ
SALAS, DE OCTAVIO DE JESUS PIEHIDRAITA HOYOS Y OTROS.

 
  ASUNTO:            SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN PARCIAL CONTRA LA SENTENCIA DEL

23 DE NOVIEMBRE DE 2023.
  
JOHN RICARDO ARÉVALO VARGAS, identificado como se registra al pie de mi firma, y actuando como
apoderado judicial de la AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA - ANI, por medio del presente
escrito me permito sustentar RECURSO DE APELACIÓN PARCIAL conforme de ordenó mediante auto de
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fecha 05 de febrero de 2023; contra el numeral CUARTO y QUINTO de la sentencia proferida el pasado 23
de noviembre de 2023, en atención a las consideraciones explicadas en el memorial adjunto. 

Atentamente, 

Confirmar recepción de este correo

JHON RICARDO AREVALO VARGAS

Apoderado de la Agencia Nacional de Infraestructura-ANI 

Cel: 3114213715 
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Señores 

HONORABLE TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
MP. IVÁN DARÍO ZULUAGA CARDONA 

E.                S.                D. 

 

REFERENCIA:         PROCESO DE EXPROPIACIÓN 11-001-31-03-040-2021-00190-01 

PREDIO:             CAM2-UF4-CDA-237  

DEMANDANTE:       AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA – ANI 

DEMANDADOS:      HEREDEROS DETERMINADOS E INDETERMINADOS DE 
NICOLAS GARCIA CIFUENTES, DE JESUS MARIA GIRALDO 
FLOREZ, DE JUAN BAUTISTA VELASQUEZ SALAS, DE OCTAVIO DE 
JESUS PIEHIDRAITA HOYOS Y OTROS.  

 
  ASUNTO:            SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN PARCIAL CONTRA LA  
                              SENTENCIA DEL 23 DE NOVIEMBRE DE 2023. 
 
 
JOHN RICARDO ARÉVALO VARGAS, identificado como se registra al pie de mi firma, y 
actuando como apoderado judicial de la AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA 
- ANI, por medio del presente escrito me permito sustentar RECURSO DE APELACIÓN 
PARCIAL conforme de ordenó mediante auto de fecha 05 de febrero de 2023; contra el 
numeral CUARTO y QUINTO de la sentencia proferida el pasado 23 de noviembre de 2023, 
notificada por estado el 24 de noviembre de 2023, en la cual se resolvió:  

 
“(…) CUARTO: DECRETAR que el pago de la indemnización en cuantía de 

$4’517.521,64 pesos indexado, respecto al avalúo del terreno ($477.133,56 pesos 

indexado) junto con los cultivos y especies ($2’604.466,25 pesos - $1’435.921,83 
pesos indexados) se suspenderá el mismo hasta tanto se defina si se inicia el 

proceso de restitución ante el juez de restitución de tierras para ponerlo a su 

disposición o se emita orden de terminación del registro, atendiendo lo previsto 

en el parágrafo 2º del artículo 21 de la Ley 1682 de 2013.  

QUNTO: ORDENAR a la AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA -ANI- 

consignar a órdenes de esta sede judicial la diferencia de la indexación del valor del 

avalúo indexado en cuantía de $1’463.169,64 pesos dentro de los 10 días siguientes 

a la ejecutoria de la sentencia.” 

 

Así mismo, respetuosamente se solicita que se ordene complementar el numeral segundo 
del citado fallo, a fin de que, se decrete también la apertura de cinco (5) nuevos folios 
de matrícula inmobiliaria en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 
Dabeiba, donde figuren las nuevas áreas segregadas a nombre de la AGENCIA 
NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA, ya que solo se dijo en la sentencia la necesidad de 
registrarla junto con el acta de entrega sobre el folio existente.    
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“(…) SEGUNDO: ORDENAR la cancelación de los gravámenes, embargos e 

inscripciones que recaigan sobre el bien anteriormente referenciado. Ofíciese a quien 

corresponda.” 

 

Lo anterior, de conformidad con las siguientes consideraciones, alegadas precisamente 
ante el A-Quo, y que ahora reiteradamente paso a exponer:  

 
I. FUNDAMENTOS DE DERECHO: 

 
CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO: Numeral 13 del Artículo 399, Artículo 321:  

“ARTÍCULO 399. EXPROPIACIÓN. El proceso de expropiación se sujetará a las 

siguientes reglas: 

(…)  

La sentencia que deniegue la expropiación es apelable en el efecto suspensivo; 

la que la decrete, en el devolutivo.” 

“ARTÍCULO 321. PROCEDENCIA. Son apelables las sentencias de primera 

instancia, salvo las que se dicten en equidad.” 

 
II. CONSIDERACIONES: 

 
PRIMERO. DE LA INDEBIDA INDEXACIÓN DEL VALOR DEL AVALÚO DEL PREDIO: 
 
En la sentencia proferida por el JUZGADO CUARENTA (40) CIVIL DEL CIRCUITO DE 
BOGOTÁ, se determinó la indexación del valor adoptado como indemnización, esto es, la 
actualización monetaria del valor del avalúo por la suma de CUATRO MILLONES 
QUINIENTOS DIECISIETE MIL QUINIENTOS VEINTIUN PESOS CON SESENTA Y 
CUATRO CENTAVOS ($4’517.521,64),  conforme al cálculo de actualización del avalúo, 
realizado por el Despacho dando lugar a un incremento en el valor por la suma de UN 
MILLON CUATROCIENTOS SESENTA Y TRES MIL CIENTO SESENTA Y NUEVE 
PESOS CON SESENTA Y CUATRO CENTAVOS ($1’463.169,64), respecto al valor 
inicialmente ofertado en la etapa de enajenación voluntaria que fue por valor de TRES 
MILLONES CINCUENTA Y CUATRO MIL TRESCIENTOS CINCUENTA Y DOS PESOS 
($3’054.352), decisión que indudablemente genera una inseguridad jurídica dentro de este 
tipo de asuntos, por lo que, resulta importante hacer hincapié que la decisión adoptada por 
el Despacho respecto a la indexación del valor del avalúo adoptado como indemnización, 
contraría las disposiciones especiales determinadas en el artículo 37 de la Ley 1682 de 
2013, modificado por el artículo 6 de la Ley 1742 de 2014, que reza lo siguiente: 

“ARTÍCULO 37. El precio de adquisición en la etapa de enajenación voluntaria 

será igual al valor comercial determinado por el Instituto Geográfico Agustín 

Codazzi (IGAC), los catastros descentralizados o por peritos privados inscritos 

en lonjas o asociaciones, de conformidad con las normas, métodos, 

parámetros, criterios y procedimientos que sean fijados por el Instituto 

Geográfico Agustín Codazzi (IGAC). 
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El valor comercial se determinará teniendo en cuenta la reglamentación 

urbanística municipal o distrital vigente al momento de la oferta de compra en 

relación con el inmueble a adquirir y su destinación económica y, de ser 

procedente, la indemnización que comprenderá el daño emergente y el lucro 

cesante. 

(…) 

<Inciso CONDICIONALMENTE exequible> En caso de no llegarse a acuerdo 

en la etapa de enajenación voluntaria, el pago del predio será cancelado de 
forma previa teniendo en cuenta el avalúo catastral y la indemnización 
calculada al momento de la oferta de compra, en la etapa de expropiación 
judicial o administrativa. (…)” (Negrilla resaltada fuera de texto original)  

Por lo que, de la norma en cita se destaca que en los casos en que se adelanta la etapa de 
expropiación judicial, la indemnización será calculada al momento que se presentó la Oferta 
Formal de Compra, así entonces, no es de total recibo la indexación realizada sobre el valor 
de la indemnización teniendo de presente la disposición que establece la norma especial al 
determinar que será el vigente al momento de la Oferta de Compra.  
 
Ligado a lo anterior, no puede pasarse por alto que los dineros sobre los cuales estamos 
tratando hacen parte de los categorizados como públicos, y sobre los cuales todos los 
órganos de control realizan absoluta vigilancia, sobre sus movimientos, y en este caso en 
aumento, es transcendental que se establezca un verdadero derrotero judicial en este tipo 
de actuaciones.  
 
En el sub lite, sabido es que existieron causas externas a esta Agencia que tornaron el 
proceso más demorado de lo habitual, como lo fueron (i) la Pandemia COVID-19, (ii) el 
desarrollo del conflicto de competencias, que han retardado por casi dos años más los 
tiempos de adquisición, periodo del que no debe endilgársele los costos a mi representada 
como desacertadamente se resolvió en la sentencia; por constituir desde esa apreciación 
un desequilibrio que afecta de manera directa los recursos del erario con los cuales se 
adelantan este tipo de procesos, en virtud a la ejecución de un proyecto de infraestructura 
vial por motivos de utilidad pública.  
 
 
En esa dirección en sentencia C-750-2015., La Honorable Corte Constitucional reiteró que: 
 

“(…)  
Con esa consideración, la Corte no está avalando que todas las indemnizaciones 
producto de la expropiación de bienes productivos deben ser plenas y reconocer los 
daños -lucro cesante y daño emergente- de manera ilimitada, pues eso sería 
promover un enriquecimiento sin causa a favor de los particulares y afectar las 
finanzas del Estado. En realidad, esta Corporación defiende la labor que tiene el juez 
al tasar un resarcimiento en esos juicios, tarea que comprende la ponderación de los 
derechos e intereses en conflicto, las circunstancias del caso y la aplicación del 
principio de proporcionalidad así como de razonabilidad. Los servidores judiciales 
decidirán qué función debe tener la indemnización en cada causa”. 
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SEGUNDO: DE LA FALTA DE DESACUERDO DE LOS DEMANDADOS Y AUSENCIA DE 

AVALUO OPOSITOR.  
 
Si lo anterior, no fuere suficiente, memórese que el numeral 61 del artículo 399 del C.G. del 
P., advierte que cuando los demandados manifiesten su desacuerdo con el avalúo, podrán 
presentar un dictamen donde se demuestre técnicamente cuales son las razones que 
motivan la divergencia, y en este caso, los propietarios demandados –ya notificados- los 
herederos supérstites, han estado de acuerdo con el valor del avaluó, y la única razón que 
originó la expropiación fue la falta de proceso sucesorio del titular del derecho real de 
domino y de los poseedores regulares, como se ha advertido desde la presentación de la 
demanda.  
 
Como puede verse, la decisión oficiosa del Juzgado, en aumentar el valor económico de la 
zona requerida en expropiación, y que afecta directamente los intereses de la AGENCIA 
NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA, por el simple paso del tiempo que indudablemente 
incrementa su precio, no radica en una razón atribuible esta Agencia y por el contrario se 
nos está castigando en pagar por circunstancias ajenas y extrañas a la demandante.  
    

III. PRETENSIONES 
 

PRIMERA: Por lo anterior, comedidamente solicito a los Honorables Magistrados, que una 
vez analizados los argumentos aquí expuestos se REVOQUE, el numeral CUARTO y 
QUINTO de la sentencia proferida el pasado 23 de noviembre de 2023, con fundamento en 
todo lo ya expuesto y se decrete como valor total final de la indemnización la suma de TRES 
MILLONES CINCUENTA Y CUATRO MIL TRESCIENTOS CINCUENTA Y DOS PESOS 
($3’054.352), resaltada en las pretensiones de la demanda.  
 
SEGUNDA: Se solicita adicionalmente que se ordene complementar el numeral segundo 
del citado fallo, a fin de que se decrete también la apertura de cinco (5) nuevos folios 
de matrícula inmobiliaria en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 
Dabeiba, donde figuren las nuevas áreas segregadas a nombre de la AGENCIA 
NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA, ya que solo se dijo en la sentencia la necesidad de 
registrar el fallo y el acta de entrega sobre el folio existente.    

 
Cordialmente, 

 
 
 
 
 
JOHN RICARDO ARÉVALO VARGAS  
C.C. 80.155.426 de Bogotá D.C. 
T.P. 232.119 del C. S. de la J. 
Apoderado de la Demandante 
E-mail: expropiaciones-predial@chec.bj.cn 

                                                           

1 6. Cuando el demandado esté en desacuerdo con el avalúo o considere que hay lugar a indemnización por 

conceptos no incluidos en él o por un mayor valor, deberá aportar un dictamen pericial elaborado por el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) o por una lonja de propiedad raíz, del cual se le correrá traslado al 
demandante por tres (3) días. Si no se presenta el avalúo, se rechazará de plano la objeción formulada.  
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Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co
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ASUNTO:                  SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN CONTRA SENTENCIA
DE PRIMERA INSTANCIA

 
PAMELA ORTEGA MONTOYA, abogada en ejercicio, obrando como apoderada de GRANOS Y
CEREALES DEL CAMPO S.A.S., identificada con NIT 811034107-8, con domicilio en el municipio
de Itagüí - Antioquia, representada legalmente por OSCAR ALONSO ARISTIZABAL GOMEZ,
identificado con cédula de ciudadanía 3.607.344 , según poder a mí conferido, tal como consta en
el expediente del proceso, estando dentro del término legal, me permito presentar la sustentación
del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de fecha 4 de diciembre del 2023
proferida por la Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales de la Superintendencia de Industria y
Comercio.
 
Cordialmente,

Este mensaje contiene información de  PROVIMARCAS S.A.S, la cual es confidencial y privilegiada. La
información es para el uso de la persona o entidad a quien se dirige. Si usted no es la persona a quien va dirigido,
le informamos que cualquier diseminación, copiado, distribución o uso del contenido de esta información está
totalmente prohibida y no se autoriza retransmitir. Si usted ha recibido este correo electrónico por error, le rogamos
lo notifique de inmediato a la dirección electrónica: servicliente@provimarcas.com
This message contains information from PROVIMARCAS S.A.S, which is confidential and privileged. The
information is for the use of the person or entity who goes to. If you are not the person to whom it is concerned, we
inform you that any dissemination, copying, distribution or use of this information content is strictly prohibited and a
retransmission is not allowed. If you have received this email in error, please immediately notifies to the e-mail:
servicliente@provimarcas.com
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ASUNTO:   SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN CONTRA  

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

 

PAMELA ORTEGA MONTOYA, abogada en ejercicio e identificada como aparece 

al pie de mi firma, obrando como apoderada de GRANOS Y CEREALES DEL 

CAMPO  S.A.S identificada con NIT 811034107-8, con domicilio en el municipio de 

Itagüí - Antioquia, representada legalmente por OSCAR ALONSO ARISTIZABAL 

GOMEZ, identificado con cédula de ciudadanía 3.607.344 , según poder a mí 

conferido, tal como consta en el expediente del proceso, estando dentro del término 

legal, me permito presentar la sustenación del recurso de apelación interpuesto 

contra la sentencia de fecha 4 de diciembre del 2023 proferida por la Delegatura 

para Asuntos Jurisdiccionales de la Superintendencia de Industria y Comercio. 
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ANTECEDENTES 

 

PRIMERO: En el escrito de demanda, mí representada, la sociedad GRANOS Y 

CEREALES DEL CAMPO S.A.S solicitó al Despacho las siguientes pretensiones: 

 

 

SEGUNDO: Una vez surtidas las etapas del proceso y efectuados los alegatos de 

conclusión, el Despacho en audiencia del 4 de diciembre del 2023, profirió la 

sentencia hoy recurrida, en la que señaló entre otras, que no se configuran todos 

los postulados del literal d) del artículo 155 de la Decisión 486 de 2000 y por tanto, 

y desestimó la totalidad de las pretensiones, por considerar que no existen 

elementos probatorios suficientes para declarar la infracción de derechos de 

propiedad Industrial. 
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TERCERO: De igual forma, el juez condenó al demandante en el pago de las costas 

procesales por el valor de 1 SMMLV.  

 

CUARTO: De manera oportuna, como apoderada de la parte demandante, 

interpuse recurso de apelación contra la decisión proferida por el Despacho, el cual 

fue concedido en el efecto suspensivo con el término de tres (3) días para presentar 

los reparos pertinentes. 

 

QUINTO: De manera oportuna, como apoderada de la parte demandante, presenté 

los reparos pendientes ante el Despacho.  

 

 

ARGUMENTOS 

 

Sea lo primero manifestar, que estamos en total desacuerdo con la decisión tomada 

por el a quo al declarar infundadas las pretensiones de la demanda, toda vez que 

en efecto la sociedad HYR DISTRIBUCIONES S.A.S, cometió actos infractores de 

los derechos de la propiedad industrial perteneciente a GRANOS Y CEREALES 

DEL CAMPO S.A.S y así se debe considerar conforme a los criterios establecidos 

por la doctrina y jurisprudencia sobre la materia y las pruebas que se encuentran en 

el expediente.  

 

1) INADECUADO ANÁLISIS DEL REGISTRO DE LA MARCA CAPIO 

NOMINATIVA CLASE 30, CERTIFICADO NO. 401.573 

 

No compartimos lo expresado por el a quo en la sentencia recurrida, al concluir que 

la marca CAPIO nominativa contenida en el certificado No. 401.573 en clase 30 de 

la clasificación internacional de Niza, no fue infringida por el demandado, toda vez 

que la expresión CAPIO a criterio del Despacho, se trata de una palabra débil y 
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descriptiva debido a su significado, y para ello cita el concepto dado por la RAE1 

sobre el mismo.  

 

Frente a este argumento, diferimos de lo enunciado, toda vez que se desconoció el 

derecho otorgado a la marca CAPIO nominativa, derecho que en el momento de la 

concesión del signo no fue limitado por la Dirección de signos distintivos de la 

Superintendencia de Industria y comercio (en adelante SIC) y que mucho menos se 

encontraba dentro de causales de irregistrabilidad absolutas contenidas en el 

artículo 135 de la Decisión 486 de la Comisión de la Comunidad Andina. En efecto, 

al decidir sobre la infracción de la marca, se desconocieron todos los derechos 

adquiridos con el registro marcario y en ese sentido, se dejó la puerta abierta para 

que cualquier persona o empresario, competencia de mi mandante, utilice su signo 

a su antojo, inclusive si lo hace con un mismo empaque y creando confusión como 

la sociedad HYR DISTRIBUCIONES S.A.S lo ha hecho.  

 

De esta manera, resulta infundado que en la sentencia recurrida el examinador haya 

mencionado las similitudes entre el uso que hace el demandado de la marca 

registrada, incluso aceptando que las mismas son semejantes, pero luego 

estableciere que al ser una palabra débil no se presenta ninguna infracción, lo cual 

no puede concluirse de este modo, pues tal y como se observa en la comparación 

realizada en el escrito de la demanda, el demandado copia el empaque del 

demandante para identificar el mismo producto, utilizando la misma expresión 

registrada, así: 

 

 
1 https://dle.rae.es/capio  

https://dle.rae.es/capio
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Consecutivo 0, página 3, folio 19 y 52 
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Como se reiteró en la demanda y el mismo juzgador lo mencionó en el fallo, se 

observa el uso de la marca realizado por HYR DISTRIBUCIONES S.A.S, y contrario 

al argumento, las mismas si son confundibles en el mercado, no puede 

desconocerse que la sociedad demandada, utilizó el signo registrado de la misma 

manera como se utiliza en el mercado, con empaques totalmente confundibles, 

colores, logos y trazos que hizo que no solamente mi cliente se viera perjudicado 

por la reducción de sus ventas, sino también que varios consumidores se vieron 

afectados al momento de adquirir un producto o el otro.  

 

Con base a la decisión de la entidad, la marca CAPIO nominativa de mi cliente 

carece de total protección y oponibilidad, toda vez que al considerarlo débil y ser 

una marca nominativa, cualquier persona podría utilizarlo de la manera que quisiese 

y solo podría impedir que terceros utilicen la palabra CAPIO sin logo, de lo contrario 

cualquier uso estaría bien visto, lo cual carece de sentido, pues de ser así nos 

preguntaríamos ¿con que fin un empresario registra una marca ante la oficina de 

propiedad industrial correspondiente, si a fin de cuentas al momento de defenderla 

de usos infractores el juzgador determinará que la misma carece de protección por 

considerarla débil? 

 

Además, debe considerarse que en el proceso de infracción marcaria no le 

corresponde al juez limitar los derechos obtenidos con marcas registradas y mucho 

menos si se trata de una marca como la de mi cliente que lleva posicionándose en 

el mercado por más de 13 años, lo que indica que cualquier causal absoluta sobre 

la falta de distintividad quedaría superada al demostrar el reconocimiento obtenido 

en el mismo.  

 

Sin embargo, excediéndose de sus funciones, el juez en el presente caso, declaró 

que a su criterio la expresión CAPIO es débil y descriptiva y que por lo tanto, el uso 

que terceros hagan del signo, inclusive si es exactamente igual y confundible como 

se demostró durante el proceso, puede permitirse ya que es una palabra común 
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para describir un producto, sobrepasando así los derechos adquiridos con el registro 

de la marca CAPIO y repetimos, si el signo es considerado débil o descriptivo así lo 

debió mencionar la Dirección de Signos distintivos al momento de evaluar la 

registrabilidad de la marca, pero ahora después de estar concedida por más de 13 

años e iniciar acciones por actos infractores contra terceros no es el momento para 

que el juez ponga en entredicho los derechos concedidos con la marca ya que este 

es deber de un funcionario de la Dirección de signos distintivos o en su lugar de un 

Magistrado del Tribunal Administrativo de Cundinamarca bajo una acción de 

nulidad. 

 

Así las cosas, hubo un inadecuado estudio de la norma, el juez se debió limitar a 

verificar la validez del certificado de la marca y el uso infractor del tercero, el cual a 

todas luces demuestra que pretendía parecerse a la marca registrada utilizando la 

expresión CAPIO de manera exactamente igual en los empaque y para reivindicar 

exactamente el mismo producto.  

 

Repetimos, si la Dirección de signos distintivos, decidió conceder el registro de la 

marca CAPIO nominativa en clase 30, sin limitaciones, a favor de mi mandante, así 

se debe hacer valer y respetar el signo de este y no, con facultades no otorgadas, 

desconocer en un caso evidente de infracción marcaria, en este sentido el artículo 

228 de la Decisión 486, es muy claro al indicar que el titular del derecho podrá 

entablar acciones contra cualquier persona que infrinja su derecho.  

 

 

2) INADECUADO ANÁLISIS DE LA SOLICITUD PRIORITARIA DE LA 

MARCA HARINA CAPIO  mixta en clase 30, CERTIFICADO No. 

701848. 
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La sentencia de primera instancia inicia informando que no se tendrá en cuenta la 

infracción al registro de la marca HARINA CAPIO mixta , toda vez que la misma 

no se encontraba concedida en firme al momento de la presentación de la demanda 

y que por lo tanto solo se tenía una mera expectativa del derecho en ese momento.  

 

No compartimos dicho argumento, debido a que la marca HARINA CAPIO mixta fue 

solicitada el 5 de agosto del 2021, es decir previamente a la interposición de la 

demanda por infracción que se presentó el 11 de noviembre del 2021, y contrario a 

lo que menciona la entidad la expectativa del derecho que al día de hoy es una 

realidad, si se vio vulnerada por los actos infractores de la sociedad demandada. Es 

claro, que mi mandante ya tenía el derecho adquirido de la marca CAPIO nominativa 

desde el año 2010 y al solicitarse el signo HARINA CAPIO con el logo como se está 

usando el signo, solo confirmaba los derechos previos de mi mandante.  

 

Por lo tanto, el a quo descartó el estudio del signo que ya contaba con una solicitud 

previa con el fin de no realizar la comparación entre el signo mixto HARINA CAPIO 

y la marca infractora usada por el demandado, la cual, a claras luces infringe el 

registro del signo mencionado, por utilizar el mismo tipo de letra, colores y trazos, 

tal y como se estableció.  

 

De este modo, dentro del análisis debió compararse el registro que contaba con 

solicitud prioritaria al momento de interponerse la demanda. El material probatorio 

debe evaluarse de forma conjunta, ya que no es posible que se descarte una 

infracción tan evidente con el simple argumento de mencionar que la palabra CAPIO 

es débil y que como consecuencia no existe infracción por el uso de la expresión 

por parte de la sociedad HYR DISTRIBUCIONES S.A.S a pesar de que, como lo 

hemos mencionado, los empaques en el mercado eran totalmente confundibles.  

 

Por otro lado, resulta ventajoso para el demandado que en el fallo de primera 

instancia no se tuviera en cuenta la solicitud prioritaria de la marca HARINA CAPIO 
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mixta, pero tampoco se considerase que a la fecha de interposición de la demanda 

la única marca registrada en Colombia que contenía la expresión CAPIO era la 

registrada por la sociedad GRANOS Y CEREALES DEL CAMPO S.A.S, la omisión 

de este este hecho, es ventajosa ya que de haberse tenido en cuenta, la decisión 

debió tomarse de manera diferente, toda vez que resulta extraño que una expresión 

sea considerada débil y descriptiva pero ninguna otra marca la contenga en su 

denominación y la única que cuente con el registro no pueda defenderse contra el 

uso infractor de terceros.  

 

Así las cosas, la comparación debió realizarse conforme a los criterios establecidos 

por el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, que ha establecido los criterios 

doctrinales para facilitar la comparación y apreciar la similitud entre los signos, 

así: 

 

El Tribunal ha acogido en su jurisprudencia ciertos criterios 

doctrinales que considera apropiados para facilitar la comparación y 

apreciar la similitud entre signos, los cuales se sintetizan en las 

siguientes reglas: 

  

1ª) Cotejo de conjunto, o visión en conjunto de las marcas 

comparables: La descomposición o desintegración de las palabras 

que conforman la marca es contraria a la función examinadora o 

identificadora que el consumidor realiza frente a ella; su imagen es 

observada en forma general y sencilla, luego de una “ojeada 

superficial”.  

 

Deberá tenerse en cuenta la visión de conjunto, la totalidad de sus 

elementos, la unidad fonética y gráfica de los nombres y de la 

estructura general del signo y no de las partes aisladas, ni de los 

elementos particulares distinguibles. (subraya fuera de texto) 

 

2ª) Cotejo sucesivo y no simultáneo de los signos: El examinador 

observará las marcas al igual que lo hace el consumidor, esto es, de 



 10 

forma separada y no simultánea, lo que permitirá conocer si la 

impresión o imagen dejada por la una, recuerda la imagen de la otra2. 

 

De acuerdo a lo estipulado por el tribunal y a su postura de cómo se debe realizar un 

estudio de comparación marcaria, no entendemos cómo no se le da trascendencia a 

la visión en conjunto de ambos signos puestos en el mercado, el producto marcado 

del demandado es una copia exacta del de mi cliente y aunque agrega la expresión 

LA COMARCA, la misma es secundaria debido al tamaño y relevancia de la 

expresión HARINA CAPIO en el empaque, la cual sin lugar a dudas resulta 

confundible con el empaque de mi cliente que desde hace 13 años utiliza su marca 

registrada y que el juez de primera instancia desconociendo los criterios establecidos 

menciona que es débil, permitiendo así una infracción vehemente.  

 

3)  OMISIÓN DE ESTUDIO DE ACTOS DE MALA FE DEL DEMANDADO 

QUE CONLLEVAN A DEMOSTRAR LA INFRACCIÓN MARCARIA.  

 

Teniendo en cuenta que el actual proceso versa sobre una infracción marcaria y no 

sobre actos de competencia desleal, el despacho se limitó a evaluar la violación de 

un signo distintivo registrado, la cual además de realizarse de forma indebida, como 

se demostró en líneas anteriores, omitió estudiar la mala fe con que actuó el 

demandado antes y después de iniciado el presente proceso jurisdiccional.  

 

A continuación recapitularemos los hechos realizados por el demandado para 

demostrar sus verdaderas intenciones de valerse de un signo registrado, que ya 

conocía en el mercado, para tener mayor comercialización de sus productos: 

 

1) El demandante y demandado tienen su domicilio principal en la central 

Mayorista de la ciudad de Itagüí, una de los principales mercado del Valle 

de Aburra en el departamento de Antioquia. 

 
2 Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. Proceso 72-IP-2001. 
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2) Ambas partes han tenido relaciones comerciales, tal y como se demostró 

durante el proceso.  

3) El demandado conocía el producto CAPIO del demandante y aun 

sabiéndolo, empezó a comercializar harina en un empaque totalmente 

confundible con el de la marca CAPIO y HARINA CAPIO. 

4) Una vez intentado la conciliación extrajudicial, el demandado no quiso 

llegar a ningún acuerdo sobre el uso infractor.  

5) El 6 de diciembre del 2021, es decir, 20 días después de presentada la 

demanda de infracción en contra de HYR DISTRIBUCIONES S.A.S, esta 

solicitó el registro de la marca LA COMARCA HARINA DE MAIZ 

BLANCO CAPIO  mixta en clase 30, ante la Dirección de signos 

distintivos de la SIC.  

6) Dicha marca, a pesar de contener una marca ya registrada como lo es 

LA COMARCA, incluía en su denominación de forma secundaria la 

expresión CAPIO, esto con el fin de engañar al examinador y obtener el 

registro de una expresión que a todas luces es idéntica al signo registrado 

desde el 2010 CAPIO de titularidad del demandante.  

7) La Dirección de signos distintivos concedió el registro de la marca 

mencionada en el numeral anterior. 

8) El demandado cambió su empaque rojo y blanco (confundible con el de 

mi mandante) y empezó a utilizar un nuevo empaque con los colores de 

la marca registrada LA COMARCA HARINA DE MAIZA BLANCO CAPIO, 

sin embargo en los empaque se observaba de manera pronunciada la 

expresión HARINA DE CAPIO, tal y como se evidenció en el 

interrogatorio de parte.  

 

Así las cosas, es evidente que con el actuar del demandado solo se concluye la 

mala fe en su actuar, ya que aun después de notificarse la infracción, de demostrar 

que los empaque eran confundibles, insistió en utilizar la marca CAPIO 

encubriéndola en un registro donde pareciese una expresión descriptiva, lo que 
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realmente no ocurre, porque como también se demostró el demandado no 

comercializa HARINA DE MAIZ CAPIO, por lo tanto, su uso se hace solo como 

marca, lo que da cuenta de la infracción. Así mismo, utilizar una marca ya registrada 

para agregar la expresión CAPIO correspondiente a la marca registrada por el 

demandante, da cuenta de las intenciones del demandado, quien utilizó el signo 

infractor de manera totalmente confundible y luego después de realizar ciertas 

modificaciones accedió a un registro que está llamado a declararse nulo, ya que con 

el mismo se pretendían cometer los actos infractores que ocurren en el presente, 

pues a la fecha ni siquiera se usa la marca como fue registrada sino 

aprovechándose de la expresión CAPIO que se encuentra registrada.  

 

De esta manera, con la decisión de primera instancia, le bastaría a un comerciante  

utilizar una marca registrada generando confusión, infringiendo los derechos de 

terceros y aprovechándose del reconocimiento ajeno, para que una vez iniciado un 

litigio en su contra la cambie y la registre con ciertas variaciones alegando una 

buena fe.  Tal y como ocurre en el presente caso, en donde el demandado después 

de usar una marca totalmente confundible, solicitó otra adherida a una que ya tenía 

registrada con el fin de que su uso fuese legal. No obstante, deber considerar la 

entidad que la infracción debe declararse ya que en efecto se dio, y aun existiendo 

hecho sobrevinientes, no se puede desconocer que la sociedad HYR 

DISTRIBUCIONES S.A.S utilizó la misma marca de mi cliente y confundió al público 

sobre el origen empresarial de los signos.  

 

4)  INDEBIDA REVISIÓN DE LOS SIGNOS ENFRENTADOAS EN EL 

MERCADO 

 

Tal y como se mencionó en el numeral 2 del argumento anterior, el actuar del 

demandado es tan contrario a las sanas costumbre mercantiles que a pesar de tener 

relaciones comerciales con el demandante y conocer de primera mano su producto, 

como lo confesó en la declaración de parte el representante legal de la sociedad 
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HYR DISTRIBUCIONES S.A.S, puso a disposición del consumidor una marca 

totalmente similar a la de la sociedad GRANOS Y CEREALES DEL CAMPO S.A.S, 

no solo en un empaque totalmente confundible y con la misma marca CAPIO, sino 

también comercializándola en la misma plaza mayorista ubicada en el municipio de 

Itagüí, Antioquia, lugar donde tienen su dirección principal ambas sociedades desde 

hace años. 

 

Por lo tanto, no es casualidad que la sociedad demandada, conociendo a nuestro 

cliente desde hace años y a sus productos, en especial el maíz marca CAPIO, 

empezara a utilizar la expresión con un empaque totalmente confundible, en donde 

la palabra CAPIO era la más reventa y los colores idénticos, y lo que es más gravoso 

aun, en la misma plaza mayorista de la ciudad de Itagüí.  

 

Este hecho, no debe desconocerse por el ad quem ya que es aquí donde se 

evidencia la mala fe del demandado y su intención de copiar la marca registrada por 

más de 13 años a favor del demandante. No puede entonces el a quo insistir en que 

la palabra CAPIO carece de distintividad, extralimitando sus poderes conferidos, 

omitiendo el registro de una marca no limitada y permitiendo que cualquier 

empresario en el futuro utilice un signo vigente con el mismo logo, colores, 

empaques y trazos, para identificar el mismo producto. 

  

La decisión del juez estaría fundamentada si en el caso, no se hubiese copiado el 

mismo logo y empaque, si el demandado no fuera cliente del demandante y si se 

encontraran en territorios aislados, pero dados los hechos del caso de estudio es 

evidente que la infracción de propiedad industrial existió por parte de la sociedad 

demandada y aunque a la fecha hayan cambiado varias situaciones, al momento 

de interponer la demanda de infracción los hechos eran evidentes y con base en 

ellos es que se debe revisar y estudiar este impasse jurídico.  
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5)  NECESIDAD DE DECLARAR FUNDADA LA INDEMNIZACIÓN 

PREESTABLECIDA Y COSTAS PROCESALES: 

 

Partiendo de lo expuesto y de cara a la necesidad de protección requerida por los 

titulares de derechos de Propiedad Industrial, no compartimos la decisión de primera 

instancia al declarar infundada la pretensión sobre la aplicación de indemnización 

preestablecida a favor del demandante, ya que en vista de las pruebas sobre la 

infracción que sufrió mi cliente de sus signos registrados, se hace necesario que el 

demandado indemnice en el monto que debió asignar el juzgador y del mismo modo 

que se le conde en costas.  

 

PETICIÓN 

 

En virtud de lo expuesto, solicitamos a los Honorables Magistrados revocar la 

Sentencia del 4 de diciembre del 2023 en todos sus ordinales y en su lugar, 

conceder la pretensiones del escrito de demanda, teniendo en cuenta el grave 

perjuicio que se le ha causado a mi cliente, por tratarse de una clara violación de 

sus Derechos de Propiedad Industrial, respecto de la marca CAPIO (nominativa) 

identificada con el certificado de registro N° 401.573 de la clase 30 de la 

Clasificación Internacional de Niza y HARINA CAPIO mixta identificada con 

certificado de registro No. 701.848, en la misma clase internacional, conforme a los 

supuestos del literal a) y d) del artículo 155 de la Decisión 486 de 2000.  

 

Señor Magistrado,  

 
PAMELA ORTEGA MONTOYA 
CC. No. 1152205660 

T.P. No. 290.527 del C.S. de la J. 
pom 
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR ZULUAGA CARDONA

Cordial Saludo,
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Señores 

Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales 

Superfinanciera 

Bogotá D.C 

REF- SUSTENTACION RECURSO DE APELACIÓN DEMANDA DE ERNESTO CARDOSO 
CAMACHO CONTRA BBVA  RAD- 2023-022817 EXPTE 1009 

Respetados Señores. 

ERNESTO CARDOSO CAMACHO, cedulado con el No 12.103.004 de Neiva, abogado 
en ejercicio con T.P 66.183, con domicilio en Neiva en la calle 6 B No 24 A 29 piso 
3; correo electrónico  ernestocardoso06@gmail.com; celular 3002067109; con el 
presente escrito y dentro del término legal, SUSTENTO EL RECURSO DE APELACIÓN 
de la referencia, con relación a la sentencia proferida por su despacho durante la 
audiencia de fecha miércoles 11 de los cursantes; mediante la cual, resolvió 
DECLARAR PROBADA LA EXCEPCION DENOMINADA "PRESCRIPCION EXTINTIVA, 
"conforme se dejó sentado en las consideraciones de ésta decisión". 

En consecuencia DENEGAR las pretensiones de la demanda. 

Al respecto, debo hacer la siguiente precisión que tiene que ver con mi derecho de 
defensa como uno de los elementos esenciales del DEBIDO PROCESO. Me refiero 
en concreto que, por haberse proferido la sentencia atacada en apelación como 
parte final de la audiencia, solicité una copia física o electrónica de la grabación, 
para poder analizar y evaluar con propiedad las consideraciones o parte motiva o 
ratio decidendi de la decisión proferida por la Juez HIDA BIBIANA DEL PILAR 
ECHEVERRY SOLANILLA, solicitud que realicé mediante correo electrónico que 
adjunto como prueba, sin que hasta el momento de suscribir éste memorial haya 
recibido respuesta alguna. 

Cabe señalar también que en la página respectiva de donde he impreso la decisión 
de fallo de instancia, se afirma que adjunto a la misma se remite copia electrónica 
de grabación de la audiencia, sin que allí aparezca dicha información. 



Por tales razones me veo obligado a señalar que la sustentación del recurso lo hago 
sin haber tenido acceso real al contenido de dicha ratio decidendi, hecho que me 
coloca en una grave desigualdad frente a la oportunidad de sustentación jurídica 
del recurso. 

Por otra parte, siendo el fundamento de la decisión adoptada por el juez de 
instancia el declarar probada la excepción de prescripción extintiva, ello me obliga 
a controvertirla en dos aspectos. 

El primero, en relación con el sustento fáctico y jurídico adoptado por la Juez. El 
segundo, en relación con un aspecto relevante del derecho sustancial y procesal 
aquí involucrado. 

En consistencia con el segundo, debo señalar que las pretensiones de la demanda 
contienen una principal y otra subsidiaria las cuales están claramente 
determinadas. 

Ahora bien, en coherencia con la primera, es decir, el declarar probada la excepción 
de prescripción extintiva que condujo a la denegación de las dos pretensiones, 
reitero que lo hago sin haber tenido la oportunidad de revisar en detalle los 
argumentos fácticos y jurídicos planteados en el fallo. 

Sin embargo, considerando que la figura jurídica de la prescripción extintiva existe 
debidamente normada en nuestro estatuto civil, en el capítulo III del Título XLI 
artículos 2535 y siguientes, la jurisprudencia de nestra Corte Suprema de Justicia-
Sala Civil- como órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria, ha proferido la 
sentencia SCT 712 2022 -2012-00235-01 en la cual transcribe apartes del 
precedente jurisprudencia allí expresamente referido, donde fija unos parámetros 
muy claros en el sentido que la prescripción extintiva puede ser interrumpida, por 
una vez, con el requerimiento escrito por cualquier medio aún electrónico del 
acrededor al deudor. 

Lo menciono de manera concreta en la presente sustentación porque existe plena 
prueba documental en la demanada y sus anexos probatorios, con lo cual 
demuestro que la Juez ignoró dicho hecho y su prueba, que permitió así interrumpir 
la prescripción extintiva que ha declarado como probada en favor del demandado 



BBVA, razón por la cual, el fallo debe ser revocado y en su lugar, acoger y despachar 
favorablemente las pretensiones, especialmente la principal aducida en la 
demanda. 

Al efecto solicito al Juez de instancia de la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá, 
percbir que en la demanda consta en el numeral 11, el relato de las fechas en las 
cuales se tramitó la demanda ejecutiva, apoyado en la prueba documental 
aportada donde se evidencia el flujo derivado de la misma extraido de la página 
judicial respectiva. Allí consta que el archivo del expediente ocurrio en enero de 
2022 y la demanada se instauró el 03-03-23, es decir, escasamente menos de 13 
meses después de haber sido archivado el proceso ejecutivo en el juzgado Cuarto 
Civil del Circuito de Neiva. 

Pero además consta en el expediente que tal como se precisa en los hechos y 
documentos probatorios de la demanda, desde noviembre de 2021, luego de 
efectuarse la retención de los dineros embargados, realice diversas reclamaciones 
y requerimientos al Banco BBVA, sin obtener respuesta alguna dado que siempre 
optaron por una conducta omisiva, negligente y de mala fe para evadir sus 
responsabilidades legales. 

No obstante, para aportar la prueba del requerimiento específico con el cual se 
demuestra la INTERRUPCION DE LA PRESCRIPCION EXTINTIVA SEÑALADA EN EL 
PRECEDENTE JUDICIAL que transcribiré a continuación, existe el documento 
radicado ante las oficinas del banco BBVA en Bogotá el 22 de julio de 2022, el cual 
consta en los anexos de pruebas documentales adjuntos a la demanda, 
requerimiento del cual nunca hubo respuesta. 

Llamo con respeto la atención del Señor Magistrado ponente sobre esta hecho y su 
correspondiente prueba documental que consta en los anexos digitales de la 
demanda formulada ante la Superinetendencia. 

El precedente jurisprudencial que siendo tal es de obligatorio cumplimiento, dice 
lo siguiente:"  

No puede pasarse por alto que, en el último inciso del artículo 94 del Codigo 
General del Proceso-vigente desde el 1 de octubre de 2012-se consagró un 



novedoso supuesto de interrupción civil de la prescripción que se produce 
mediante un requerimientoescrito realizado al deudor directamente por el 
acreedor. El legislador no reguló con detalle esta psosibilidad, más allá de señalar 
que -solo podrá hacerse por una sola vez, sin emnargo es factible deducir unos de 
sus rasgos principales....." 

"Esta clase de interrumpción civil opera en el momento en que el deudor conoció, 
o razonablemente debió conocer, del requerimiento efectuado por su acreedor." 

Al efecto la sentencia cita el siguiente precedente jurisprudencial " [... la 
prescripción extintiva y su forma civil de interrupción(...) reclama necesariamente, 
un acto de comunicación a quien pueda beneficiarse de aquélla, de modo que, en 
virtud de ese enterameinto, el deudor quede advertido que el acreedor esta 
presto a ejercer el derecho y que, por tanto, no existe espacio para aprovecharse 
del tiempo, ni mucho menos de una eventual desidia.(...) Los actos que no 
trascienden la órbita del acreedor aquélos que permanecen en la periferia del 
deudor y que, por ende, son ignorados por el, no pueden tener la virtualidad de 
interrumpir la prescripción. sentencia SCT 7122022-2012-00235-01 

Agrega la sentencia. " Es indudable que el requerimiento escrito del que se viene 
hablando puede incorporarse en un mensaje de datosy trasmitirse a través de 
cualquier medio electrónico idóneo. Lo anterior en tanto que, a voces del artículo 
6 de la Ley 527/99........... "  Luego añade finalmente el precedente " Siguiendo las 
reglas generales la comunicación del requerimiento privado al sujeto pasivo de la 
relación sustancial impondrá que el término de prescripción no consumado reinicie 
su computo, efecto interruptivo que solo puede verificarse por una vez. 

En estas circunstancias, es evidente que la Juez a quo desconoció este precedente 
de obligatorio cumplimiento al considerar que la petición del demandado Banco 
BBVA, al formular la excepción de prescripción extintiva estaba debidamente 
probada, hecho que riñe con la realidad sustancial y procesal como aquí se sustenta. 
Es decir, el fallo adolece de un grave error que causa enorme perjuicio patrimonial 
al suscrito apelante y que por tanto solicito con respeto al Tribunal que lo corrija 
en derecho, revocando la decisión objeto del recurso. 



Por otra parte, en  relación con la pretensión subsidiaria de la demanda, 
consistente en que el Banco debitó de mi cuenta pensional en forma ilegal las 
mesadas pensionales de noviembre, prima de diciembre y diciembre de 2019;, 
enero, febrero y marzo de 2020, son un claro abuso del derecho, pues como se 
comprueba con los pagarés y con la liquidación del crédito realizada en noviembre 
de 2021, el banco no las dedujo o aplicó como abono parcial de la deuda, razón por 
la cual saliron de mi patrimonio de forma ilegal y aún no me han sido devueltas no 
obstante los reiterados reclamos al respecto. 

En conclusión, soicito con respeto al Señor Magistrado Ponente y a los integrantes 
de la Sala de Decisión, REVOCAR la sentencia apelada y en su lugar acoger las dos 
pretensiones de la demanda, la principal o en su defecto la subsidiaria, en el claro 
entendido que existió INTERRUPCIÓN DE LA PRESCRIPCION EXTINTIVA , tal como 
se ha argumentado en el presente recurso y con fundamento en el precedente 
jurisprudencial mencionado. 

Adjunto como prueba de mis afirmaciones los siguientes documentos: 

Copia física del fallo en 3  folios 

correo electrónico donde solicito copia física de la parte motiva del fallo 

respuesta del banco BBVA prorrogando el término para su respuesta a mi petición 
de prueba de los descuentos ilegales de las mesadas pensionales relacionadas con 
la pretensión subsidiaria de la demanda. 

Cordialmente 

 

ERNESTO CARDOSO CAMACHO 

c.c. 12.103.004 de Neiva 

T.P. 66.183 
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DRA RODRIGUEZ ESLAVA RV: SUSTENTACION RECURSO 2020-177
DTE LUIS ESPAÑOL DDAS ATC COLOMBIA Y EDIFICIO ARBOLEDA P.H
Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Bogotá - Bogotá D.C.
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mar 13/02/2024 17:00
Para: 2 GRUPO CIVIL <2grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co> 

1 archivos adjuntos (124 KB)
sustentacion recurso de apelacion 2020-177.pdf;

MEMORIAL PARA REGISTRAR DRA RODRIGUEZ ESLAVA

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: esmeralda amaya medina <amayamedinaes@hotmail.com>
Enviado: martes, 13 de febrero de 2024 16:55
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Bogotá - Bogotá D.C. <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: SUSTENTACION RECURSO 2020-177 DTE LUIS ESPAÑOL DDAS ATC COLOMBIA Y EDIFICIO ARBOLEDA P.H
 
HONORABLES MAGISTRADOS
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA SALA CIVIL
MAGISTRADA SUSTANCIADORA SANDRA CECILIA RODRÍGUEZ ESLAVA
E/S/D

REF. DECLARATIVO 2020-177
DTE. LUIS ESPAÑOL
DDAS. ATC DE COLOMBIA Y EDIFICIO ARBOLEDA P.H

Actuando en calidad de apoderada del Edificio ARBOLEDA P.H, presento sustentación al recurso de apelación
admi�do.

Atentamente,

ESMERALD AMAYA MEDINA
C.C.51.901.412 DE BOGOTA
T.P. 70.599 C.S. DE LA J



ESMERALDA AMAYA MEDINA 

ABOGADA 

CALLE 99A No. 70B-34 Bogotá.D.C 

 E-mail amayamedinaes@hotmail.com 

Tel 300322281 

_______________________ 

 

 

HONORABLES MAGISTRADOS 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA SALA CIVIL 

MAGISTRADA SUSTANCIADORA  

SANDRA CECILIA RODRÍGUEZ ESLAVA 

E/S/D 

 

REF. PROCESO DECLARATIVO No. 11001310303120200017700 

DTE. LUIS PEREZ ESPAÑOL 

DDO. EDIFICIO ARBOLEDA P.H-ATC SITIOS DE COLOMBIA S.A.S 

 

Actuando en calidad de apoderada de la parte demandante en el proceso de la referencia, mediante 
el presente escrito sustento el recurso de APELACION interpuesto en contra de la sentencia proferida 
por el Juzgado 31 Civil del Circuito el día 4 de diciembre de 2023, por las siguientes razones: 

La inconformidad se presenta en la declaratoria de responsabilidad civil solidaria del Edificio Arboleda 
teniendo en cuenta que las humedades que finalmente presenta el apartamento en primer lugar ya 
existían como lo prueba el acta de vecindad realizada por ATC DE COLOMBIA antes de iniciar obras 
de instalación de la antena de Telecomunicaciones. 

En segundo termino de haberse presentado después de instalada la antena, estas fueron producto de 
las obras realizadas por el arrendatario ATC DE COLOMBIA que realizo por intermedio de un tercero 
la impermeabilización de cubierta y que negligentemente dejo descubierta la terraza cuando estaba 
haciendo reparación del manto produciéndose las humedades probadas en este proceso. 

 

La sentencia de primera instancia nos habla acerca de los elementos de la responsabilidad civil 
extracontractual haciendo un análisis de cada uno para el caso (daño- hecho dañoso-nexo de 
causalidad).  

Sobre la existencia del daño (fisuras) el cual  está probado en las diferentes medios probatorios 
fotografías, dictámenes, etc,, estas ya existían  al momento de instalarse la Antena de 
telecomunicaciones  y fue precisamente por la existencia de estas fisuras que se produjo la filtración 
del agua el día en que se impermeabilizo de la cubierta por parte de la empresa INGELEC GROUP 
contratista de ATC DE COLOMBIA, prueba de ello el acta de vecindad que el despacho de primera 
instancia  resto importancia aduciendo que no se especificó cuáles eran las fisuras y ubicación  y que 
en las fotografías no se aprecia el daño referido, en realidad las fisuras son tan pequeñas que no se 
aprecian fácilmente  sin quitar el cielo Razo de madera que la parte demandante  quito y señalo con 
marcador y profundizo para poder fotografiar para aportar a la demanda, lo huecos que figuran en las 
fotos, en el momento en que se fotografió el apto en el acta de vecindades era imposible realizar estos 
actos para que se viera claramente sin levantar el techo de madera lo que sí es  claro es que el acta 
de vecindad si se dejó constancia   de la existencia de estos daños en la placa y con las fotos se dejó 
constancia de su ubicación  

 

mailto:amayamedinaes@hotmail.com


ESMERALDA AMAYA MEDINA 

ABOGADA 

CALLE 99A No. 70B-34 Bogotá.D.C 

 E-mail amayamedinaes@hotmail.com 

Tel 300322281 

_______________________ 

 

 Sobre el hecho dañoso, de no aceptarse la preexistencia del daño, este debe ser atribuible 
exclusivamente a  ATC SITIOS DE COLOMBIA ya que el daño alegado se concreta en el momento 
en que se está realizando la impermeabilización de la terraza por parte de una empresa contratada 
por ATC para tal fin INGELEC GROUP, donde se filtra el agua y produce humedades,  nada tiene que 
ver el Edificio Arboleda en los daños del apto 501  ya que quien contrato   la impermeabilización fue 
ATC y no el EDIFICIO , configurándose una causal de exoneración de responsabilidad denominada 
HECHO DE UN TERCERO, excepción debidamente planteada por este demandado, aunado a lo 
anterior el Edificio había entregado el área afectada sobre la cual se encuentra el apto 501 a la 
empresa ATC mediante un contrato de arrendamiento, correspondiendo al arrendatario responder por 
cualquier daño producido a terceros. 

 
Además de lo anterior,  la sentencia de primera instancia no es congruente con las pretensiones de la 
demanda ya que el demandante pidió  en su pretensión SEGUNDA “ DECLARAR que el EDIFICIO 
ARBOLEDA PROPIEDAD HORIZONTAL es solidaria y civilmente responsable, por los perjuicios de 
daño emergente, lucro cesante, daño a la vida en relación y daños morales causados al Demandante 
al haber permitido, de manera negligente, la instalación y permanencia de la Estación de 
Telecomunicaciones para la recepción de señal de celular en la azotea instalada sobre el apartamento 
501 del Edificio Arboleda, sin contar con los permisos y licencias necesarios para ello y/o sin contar 
los estudios o avales técnicos que dicha obra civil conforme sus características requería.”  
 
De acuerdo a lo anterior la sentencia debía hacer la declaración de solidaridad del Edificio sobre los 
perjuicios teniendo en cuenta lo pedido por el demandante, nexo de causalidad entre la ausencia de 
permisos y el daño ocasionado y consecuentes perjuicios, sin embargo el despacho dado razón a la 
defensa del Edificio Arboleda en un aparte de la misma niega este nexo de causalidad pedido por el 
demandante y atribuye el nexo de causalidad no pedido  por el demandante y que excede lo pedido 
cuando dice taxativamente  (pagina 17)  “Nótese que no es la ausencia de permiso lo que genera 
daños, pues incluso la instalación de una estación de telecomunicaciones o de cualquier elemento 
(como por ejemplo una matera que causa una gotera, como se expuso en la inspección judicial), es 
susceptible de crear algún tipo de riesgo o daño, así se tengan todos los permisos o no se requiera de 
permiso alguno para ello, son las condiciones particulares de instalación, mantenimiento, entre otras, 
que si no se hacen bien, tiene la potencialidad de causar daños”   proclamando otro nexo de causalidad  
 
Por otro lado la sentencia hace referencia a la disminución del 20% de los perjuicios con ocasión a la 
agravación de los perjuicios por causa del demandante al no permitir el arreglo de las humedades o 
al  no haber arreglado por su cuenta y cobrar lo pagado,  este porcentaje debe ser mayor  al 50% dado 
que el demandante no probo el supuesto daño estructural que fue su argumento principal para negarse 
a que se le arreglaran las humedades, la actitud tomada por el demandante fue de agravar la situación. 

 
Por lo anterior solicito se revoque parcialmente la sentencia en lo que tiene que ver con la declaratoria 
de solidaridad de responsabilidad en los perjuicios en contra del Edificio Arboleda y en su lugar se 
exonere en su totalidad. 
 

Atentamente, 

 

ESMERALDA AMAYA MEDINA 

C.C.51.901.412 DE BOGOTA  

T.P. 70.599 C.S.J 

mailto:amayamedinaes@hotmail.com
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Asunto: SUSTENTACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN EN EL PROCESO 2020-00177-01 DE LUIS ESPAÑOL
 
Señores

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ SALA CIVIL
M.P. Dra. Sandra Cecilia Rodríguez Eslava.
E.                                S.                                D.
 
 
 
Radicado:                  110013103031-2020-00177-01.
 
Referencia:                Proceso verbal de mayor cuantía del Sr. Luis Español Pérez -Contra- Edificio                         
             Arboleda PH y ATC Sitios de Colombia S.A.S.

Asunto:                      Sustentación Apelación. 



Respetados, por instrucción expresa del doctor Pedro Hernán Montaño, apoderado judicial de la parte demandante,
mediante el presente me permito radicar sustentación del recurso de apelación en contra de la sentencia proferida
el 4 de diciembre de 2023 por el Juzgado 31 Civil del Circuito de Bogotá.
 
Cordialmente,
 
David Esteban Arce Pinto
Paralegal
darce@gclegal.co
 
+57 (601) 390 2217
Carrera 9 No. 80-45 Piso 4
Bogotá, D.C. - Colombia
www.gclegal.co

Este mensaje o sus anexos pueden contener información

confidencial.

This message and any attachments may contain confidential

information.

Ranked Firm:
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Señores  
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ SALA CIVIL  
M.P. Dra. Sandra Cecilia Rodríguez Eslava. 
E.   S.   D. 
 

 
 
Radicado:  110013103031-2020-00177-01.  

 

Referencia:   Proceso verbal de mayor cuantía del Sr. Luis Español Pérez -Contra- 

Edificio Arboleda PH y ATC Sitios de Colombia S.A.S.  

 

Asunto:   Sustentación Apelación.   

 
 
PEDRO HERNÁN MONTAÑO VELASCO, abogado en ejercicio, mayor de edad, con 

domicilio en la ciudad de Bogotá D.C. e identificado como aparece al pie de mi firma, 

obrando en mi condición de apoderado especial del Sr. LUIS ESPAÑOL PÉREZ, mayor 

de edad, identificado con C.C. No. 2.858.538, me dirijo respetuosamente a su Despacho para 

sustentar recurso de apelación en contra de la sentencia proferida el 4 de diciembre de 2023 

y notificada por estado del 5 de diciembre del presente año formulando los siguientes breves 

reparos que se sustentarán en su oportunidad.   

 
I.  OPORTUNIDAD 

 

La sentencia que nos ocupa fue notificada por estado del 5 de diciembre con lo cual 

trascurridos 3 días hábiles desde tal notificación, hoy 11 de diciembre de 2023 estamos en 

término para presentar los presentes reparos de apelación en los términos previstos en el 

artículo 322 del Código General del Proceso. Ahora se sustenta el recurso de apela. En esta 

instancia también se sustenta en término habida consideración de que el auto que concedió 

el recurso se notificó el 6 de febrero el 12 del mismo mes conforme lo previsto en el artículo 

302 estaba ejecutoriado y el 16 vencería el término. 

 

II. RAZONES DE LA INCONFORMIDAD 
 

La presente apelación se circunscribe a que se modifiquen los siguientes tres puntos de la 

parte resolutiva de la sentencia:  



 
 

 

“SEGUNDO. SE DECLARA la prosperidad de la excepción de falta de legitimación 

en la causa del demandante para reclamar el 100% de los daños causados al bien, 

por ende, solo se reconocerá́ a LUIS ESPAÑOL PÉREZ el 50% de los daños 

probados.  

TERCERO SE DECLARA la prosperidad de las excepciones denominadas 

“Agravación del daño por culpa de la víctima” y “Graduación judicial de las sumas 

pretendidas por el demandante”, razón por la que se decreta una reducción de la 

indemnización en 20%.  

CUARTO. SE CONDENA a ATC SITIOS DE COLOMBIA S.A.S y al EDIFICIO 

ARBOLEDA PROPIEDAD HORIZONTAL, a pagar solidariamente a LUIS 

ESPAÑOL PÉREZ, dentro de los 5 días siguientes a la ejecutoria de esta sentencia, 

a título de indemnización la suma de CINCO MILLONES QUINIENTOS TREINTA Y 

SEIS MIL OCHOCIENTOS NOVENTA Y SEIS PESOS ($5’536.896), valor que ya 
comprende las reducciones a las que se alude en los ordinales segundo y tercero de 

la providencia”.  

i) Respecto de la Resolución Segunda. 

Señala el Despacho cuando justifica esta decisión que: 

 

“la indemnización que LUIS ESPAÑOL PÉREZ reclama no puede ir más allá́ del 

perjuicio percibido, que en este caso se limita a la cuota parte de dominio del 

apartamento que le pertenece, puesto que, son los herederos de MARÍA ELENA 

PALACIOS DE ESPAÑOL los legitimados para reclamar el otro 50%”.  
 

No obstante eso no resulta ser tan preciso dado que sin perjuicio de que el apartamento 

pertenezca al demandante junto con la sucesión de su cónyuge, si hay perjuicios que 

efectivamente fueron soportados solamente por el señor Luis Español como fue el no poder 

disfrutar de su inmueble o como los perjuicios morales que padeció por las circunstancias 

que provocaron los demandantes.   

 

Igual de todas formas a él le correspondió buscar otra vivienda cuando tenía su propio 

apartamento y los daños deben repararse y afectan en general el apartamento igual sean varios 

o sea uno, el propietario del bien afectado por la conducta de los demandados.  

 

Igualmente en cuanto al perjuicio moral tenemos que este estaba considerado en lo que 

respecta exclusivamente al demandante.  

 

En efecto el apartamento averiado igual deberá ser reparado independientemente la cantidad 

de propietarios que este tenga. 



 
 

 

 

Por lo anterior debe haber una ponderación que discrimine los rubros de los perjuicios de 

forma tal que resulta factible no concluir de manera genérica que tal división corresponde de 

manera paritaria en un 50% de las partes de los propietarios.  

 

ii) Respecto la cuantificación y de la agravación del daño por parte del 
demandante determinantes de las resoluciones tercera y cuarta.  

 

Empieza el Despacho con la motivación errada de dar como válida la cuantificación del daño 

dada por el perito Augusto Camacho Landinez.  

 

No obstante consideramos que no debe tomarse dicha estimación como único referente dado 

que igual eso solo es lo reconocido por una de las partes debiéndose sumar estimaciones 

adicionales propuestas en la demanda.  

 

En cuanto a los pagos de arrendamientos del  discrepamos del Despacho en su apreciación 

de que el solo aporte del Contrato no debe ser estimado como una demostración del perjuicio 

suficiente pues el documento evidencia que el perjudicado contrajo una obligación y que de 

no cumplirla habría lugar a requerimientos e incluso demandas y en términos generales el 

Contrato es suficiente prueba del compromiso patrimonial que asume el demandante, por lo 

tanto igual debe ser estimado, pues el asumir la obligación contratada ya implica una 

afectación en el patrimonio.  

 

Otro de los apartes motivacionales respecto de los cuales discrepamos es aquel donde el ad 

quo señala que el rubro de arrendamiento “no es consecuencia directa y necesaria de los 

hechos dañosos que se imputan a los demandados, pues de haberse permitido el arreglo del 

apartamento en su momento, su ausencia habría sido temporal, mientras se hacían las 

reparaciones pertinentes, lo que se estima no hubiera superado unos 2 o 3 meses”.  

 

Frente a esto en varios apartes tenemos que representantes de ATC y funcionarios de la 

Administración del Edificio efectivamente concurrieron al inmueble y que manifestaron que 

las pretensiones de la familia Español eran desmedidas, reacción que solo podría surtirse al 

haber podido ingresar los representantes al sitio del siniestro e interactuar con los miembros 

de dicha familia.  

 

Igualmente cabe señalar que de no haberse presentado la situación que afrontó el inmueble 

el hubiera podido habitarlo sin necesidad de acudir a otros lugares.   

 

Por último, en cuanto a la demostración del perjuicio moral tenemos que nuestro 

ordenamiento determina que no se exige para este una probanza especifica siendo suficiente 

los videos, las declaraciones de la hija del demandante Ayda Español y la situación irrefutable 

de que a don Luis Español se vio obligado a trasladarse a otro sitio no pudiendo residir en su 



 
 

 

vivienda propia, por lo tanto tenemos como reparo que debió reconocerse este aunque sea de 

forma parcial.   

 

Sobre el daño moral la Corte ha precisado que:  

 

“Cuando se predica del daño moral que debe ser cierto para que haya lugar a su   

reparación, se alude sin duda a la necesidad de que obra prueba, tanto de su existencia como 

de la intensidad que lo resalta, prueba que en la mayor parte de los supuestos depende en 

últimas de la correcta aplicación, no de presunciones legales que en este ámbito la verdad 

sea dicha el ordenamiento positivo no consagra en parte alguna, sino de simples 

presunciones de hombre cuyo papel es aquí de Radicación n° 080013103009-2007-00103-

01 38 gran importancia […] Las bases de este razonamiento o inferencia no son 
desconocidas, ocultas o arbitrarias. Por el contrario, se trata de una deducción cuya fuerza 

demostrativa entronca con clarísimas reglas o máximas de la experiencia de carácter 

antropológico y sicológico, reglas que permiten dar por sentado el afecto que los seres 

humanos, cualquiera sea su raza o condición social […] Finalmente, incidiendo el daño 
moral puro en la órbita de los afectos, en el mundo de los sentimientos más íntimos y 

consistiendo el mismo, como al comienzo de estas consideraciones se dejó apuntado, en el 

pesar, la afrenta o sensación dolorosa que padece la víctima y que en no pocas veces ni 

siquiera ella puede apreciar en toda su virulencia, de ese tipo de agravios se ha dicho que 

son ‘económicamente inasibles’, casación civil 9 de septiembre de 1991, significándose con 
ello que la reparación no puede ser exacta y frente a esta deficiencia, originada en la 

insuperable imposibilidad racional de aquilatar con precisión la magnitud cuantitativa que 

dicha reparación pueda tener, es claro que alguno de los interesados habrá de salir 

perdiendo, y discurriendo con sentido de justicia preferible es a todas luces que la pérdida 

recaiga sobre quien es responsable del daño y no sobre quien ha sido su víctima, debiendo 

buscarse, por lo tanto, con ayuda del buen sentido, muy sobre el caso específico en estudio, 

y con apoyo en hechos probados que den cuenta de las circunstancias personales de los 

damnificados reclamantes, una relativa satisfacción para estos últimos, proporcionándoles 

de ordinario una suma de dinero que no deje incólume la agresión, pero que tampoco 

represente un lucro injustificado que acabe por desvirtuar la función institucional que 

prestaciones de ese linaje están llamadas a cumplir” (Corte SuprJ SC, 25 nov. 1992, Rad. 

3382)” 

 

En el caso que nos ocupa resulta evidente que las circunstancias particular del afectado dada 

su avanzada edad hace que la afectación resultara más notorio pues la sensibilidad y 

fragilidad se potencia, esas características fueron las que debió apreciar el ad quo en el 

presente asunto reconociendo con el solo testimonio de su hija tal afectación.  

 

Esa integralidad dada con elementos especiales como la declaración de su hija, los videos 

aportados y la del propio demandante suman a la determinación de que hubo efectivamente 

una afectación moral. 



 
 

 

III SOLICITUD 
 

Conforme lo expuesto solicitamos respetuosamente darle trámite al presente recurso de 

apelación el cual sustentaremos ante el Tribunal Superior de Bogotá Sala Civil, como 

autoridad competente de segunda instancia, con el fin de que sea revocada la sentencia en los 

puntos segundo, tercero y cuarto inicialmente trascritos y se sustituya la decisión 

reconociendo las pretensiones en torno a los daños alusivos a la imposibilidad de utilizar el 

inmueble propio, perjuicio, moral y arreglos por reparación, lo anterior sin afectar el principio 

de no hacer más gravosa la situación del apelante.  

 

 

Respetuosamente del Sr. Juez,  

 

 

 

Pedro Hernán Montaño Velasco.  
C.C. No. 80.420.158 de Bogotá D.C.  

T.P. No. 96.386 del C. S. de la J.  
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Asunto: Exp. 031-2020-00177-01 | Sustentación recurso de apelación
 
Señores
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ – SALA CIVIL
E.        S.        D.
 

Referencia: Proceso declarativo de LUIS ESPAÑOL PÉREZ en contra de EDIFICIO
ARBOLEDA PROPIEDAD HORIZONTAL y ATC SITIOS DE COLOMBIA S.A.S.
Rad. No.: 031-2020-00177-01
Asunto: Sustentación recurso de apelación frente a la sentencia de primera instancia.

 
CARLOS ALBERTO LEÓN MORENO, identificado como aparece al pie de mi firma, actuando en mi condición de
apoderado de ATC SITIOS DE COLOMBIA S.A.S., radico el memorial del asunto con destino al proceso de la
referencia. Copio a los demás apoderados para los efectos de ley.
 
Cordialmente,

Carlos Alberto León Moreno
Asociado Senior / Senior Associate
cleon@gomezpinzon.com
www.gomezpinzon.com
Calle 67 # 7-35 Of. 1204
Bogotá - Colombia
Tel.: (57601) 3192900 Ext. 223
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Señores  

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ – SALA CIVIL 

M.P. Sandra Cecilia Rodriguez Eslava 

E. S. D. 

Referencia:  Proceso declarativo de LUIS ESPAÑOL PÉREZ en contra de 

EDIFICIO ARBOLEDA PROPIEDAD HORIZONTAL y ATC SITIOS 

DE COLOMBIA S.A.S. 

Rad. No.: 031-2020-00177-01 

Asunto: Sustentación recurso de apelación frente a la sentencia de primera 

instancia.  

CARLOS ALBERTO LEÓN MORENO, identif icado como aparece al pie de mi firma, actuando 

en mi condición de apoderado de ATC SITIOS DE COLOMBIA S.A.S., comparezco ante su 

Despacho dentro del término previsto en la ley, para sustentar el recurso de apelación interpuesto 

en su oportunidad contra la sentencia proferida el 4 de diciembre de 2023 en el asunto de la 

referencia.  

I. PROCEDENCIA Y OPORTUNIDAD  

El artículo 12 de la Ley 2213 de 2022 establece que una vez “ejecutoriado el auto que admite el 

recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más 

tardar dentro de los cinco (5) días siguientes”. Comoquiera que la providencia que admitió la 

impugnación quedó ejecutoriada al f inalizar el día 9 de febrero de 2024,  este escrito es 

procedente y presentado en oportunidad.  

II. LA SENTENCIA IMPUGNADA 

Luego de varias consideraciones respecto a la interpretación de la demanda, los elementos de la 

responsabilidad civil y la valoración parcial de algunas pruebas, el juzgado de primer grado 

resolvió:  

“PRIMERO. DECLARAR a ATC SITIOS DE COLOMBIA S.A.S y al 
EDIFICIOARBOLEDA PROPIEDAD HORIZONTAL civilmente responsables de 
los daños causados al apartamento 501 identificado con la M.I. 50N – 20067771 
ubicado en la carrera 13 No. 113-02 de Bogotá, con ocasión o por causa de la 
instalación de una estación de telecomunicaciones en la azotea del edificio.  

SEGUNDO. SE DECLARA la prosperidad de la excepción de falta de 
legitimación en la causa del demandante para reclamar el 100% de los daños 
causados al bien, por ende, solo se reconocerá a LUIS ESPAÑOL PÉREZ el 
50% de los daños probados. 

TERCERO SE DECLARA la prosperidad de las excepciones denominadas 
“Agravación del daño por culpa de la víctima” y “Graduación judicial de las  sumas 
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pretendidas por el demandante”, razón por la que se decreta una reducción de 
la indemnización en 20%. 

CUARTO. SE CONDENA a ATC SITIOS DE COLOMBIA S.A.S y al EDIFICIO 
ARBOLEDA PROPIEDAD HORIZONTAL, a pagar solidariamente a LUIS 
ESPAÑOL PÉREZ, dentro de los 5 días siguientes a la ejecutoria de esta 
sentencia, a título de indemnización la suma de CINCO MILLONES 
QUINIENTOS TREINTA Y SEIS MIL OCHOCIENTOS NOVENTA Y SEIS 
PESOS ($5’536.896), valor que ya comprende las reducciones a las que se alude 
en los ordinales segundo y tercero de la providencia. 

QUINTO. SE NIEGAN las demás pretensiones de la demanda de conformidad 
con lo expuesto. 

SEXTO. SE CONDENA EN COSTAS a ATC SITIOS DE COLOMBIA S.A.S y al 
EDIFICIO ARBOLEDA PROPIEDAD HORIZONTAL. Se señala por concepto de 
agencias en derecho la suma de CINCO MILLONES DE PESOS ($5’000.000) 
valor que deben sufragar en partes iguales.” 

III. SUSTENTACIÓN REPAROS CONCRETOS CONTRA LA DECISIÓN APELADA 

1. Falta de congruencia – la decisión excedió el objeto del litigio.  

Dos son los aspectos cardinales por resolver mediante este reparo propuesto contra el fallo de 

primer grado. El primero relativo a si el juez de primera instancia excedió la facultad que se le 

concede para interpretar la demanda, especialmente las pretensiones. Y el segundo, si vulneró 

el principio de congruencia que enmarca cualquier fallo judicial.  

Sobre el primero de esos aspectos, no se niega la facultad que tiene el juzgador para interpretar 

en su integridad el escrito que da origen al proceso, acudiendo incluso a los supuestos fácticos 

para “desenmarañar” las peticiones que fincan las súplicas del actor . En ese sentido, la Corte 

Suprema de Justicia ha decantado que “el juez debe interpretar la demanda en su conjunto, con 

criterio jurídico, pero no mecánico, auscultando en la causa para pedir su verdadero sentido y 

alcance, sin limitarse a un entendimiento literal, porque debe trascenderse su misma redacción, 

para descubrir su naturaleza y esencia, y así por contera superar la indebida calif icación jurídica 

que eventualmente le haya dado la propia parte demandante”1. 

Sin embargo, dicha potestad se predica única y exclusivamente de escritos oscuros o 

ininteligibles, frente a los cuales habrá que echar mano de una revisión integral del mismo 

documento u otras piezas procesales para descifrar lo realmente pretendido por los extremos del 

proceso. Ello, entre otras cosas, por criterios básicos de interpretación que mandan que ante la 

claridad no hay lugar a mayor trabajo exegético del operador judicial (C.C., art. 27). Así, con 

invariable postura, la Corte también ha dejado claro que “la necesidad de interpretar la demanda 

supone que la misma no haga gala de claridad sino de ambigüedad, oscuridad o ambivalencia; 

por el contrario, si los hechos y pretensiones son claros, no hay razón que justifique una 

intervención del fallador en ese sentido .”2 

 
1 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil, sentencia STC6507 de 2017, reiterando sentencia de 
casación de 31 de octubre de 2001, expediente 5906. 
2 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil, sentencia SC3280 de 2022, expediente 2016-00222-
01. 
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Puestas de ese modo las cosas, en este asunto es indiscutible que el juez interpretó la demanda, 

pues así lo dijo expresamente al señalar que “si bien en la demanda de forma expresa se 

establece que la responsabilidad es por haberse instalado una estación de telecomunicaciones 

sin permiso, lo que en efecto ocurrió, lo que realmente corresponde establecer es si con dicha 

antena se causaron los daños evidenciados al apartamento 501”, añadiendo líneas más adelante 

“que la responsabilidad que se pueda imputar a las demandadas no se limita a la mera y estricta 

‘instalación’ de la antena, pues una interpretación adecuada e integral de la demanda conlleva a 

considerar que allí tiene cabida todo hecho que esté relacionado con dicho  acto o elemento”. 

Esa interpretación no pudo haber tenido lugar, pues como advertirá el Tribunal, la demanda -y 

más concretamente su reforma-, es totalmente clara en expresar qué fue lo pedido y el sustento 

factico y jurídico de esas pretensiones.  

Luego de incluir como pretensión que el juzgado declarara que las convocadas eran “solidaria y 

civilmente responsable, por los perjuicios […] causados al Demandante por la instalación de la 

Estación de Telecomunicaciones para la recepción de señal de celular en la azotea instalada 

sobre el apartamento 501 del Edificio Arboleda, sin los permisos y licencias necesarios para ello 

y/o sin contar los estudios o avales técnicos que dicha obra civil conforme sus características 

requería”, el accionante precisó con claridad en los hechos de la demanda que “durante los meses 

de septiembre y octubre del 2017 ATC Sitios, plenamente consientes [sic] de que la causa de los 

daños del apartamento 501 del Edifico Arboleda eran el resultado de la instalación antijurídica de 

la Estación de Red de Telecomunicaciones intentaron conversar con la Sra. Ayda Español ”; que 

“la situación de estrés, angustia y zozobra que ha generado la instalación de la Estación de Red 

de Telecomunicaciones en la azotea ubicada sobre el inmueble de su propiedad […] han afectado 

el estado de salud del señor Luis Español Pérez” o que “en la fecha el apartamento se encuentra 

sin poder ser utilizado […] dado su estado de avería causado por la instalación de la antena de 

marras, evidenciándose así un lucro cesante causado a mi mandante [hechos 15, 28 y 29]. 

De leer en su integridad la demanda e incluso de apreciar todo el devenir del litigio , el Juzgado, 

como podrá advertir el Tribunal, no podía llegar a la conclusión de que en este asunto ese escrito 

presentara tal oscuridad que permitiera su interpretación, mucho menos con el contorno que le 

dio, pues el a quo terminó atribuyendo una responsabilidad y condenando a unos perjuicios por 

unas impermeabilizaciones a la azotea de la copropiedad demandada que ni siquiera fueron 

mencionados en los hechos del libelo introductor.  

Pero yendo un poco más allá, así se convenga en que la demanda presentaba semejante 

confusión que permitiera su interpretación en la forma en la que fue hecha, lo cierto es que el 

marco en el que se planteó la controversia no permitía fallar en la forma en que se decidió sin 

quebrar el principio de congruencia que rige la actividad judicial.  

Ciertamente, el artículo 281 del Código General del Proceso establece que “la sentencia deberá 

estar en consonancia con los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás 

oportunidades que este código contempla y con las excepciones que aparezcan probadas y 

hubieren sido alegadas si así lo exige la ley. No podrá condenarse al demandado por cantidad 
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superior o por objeto distinto del pretendido en la demanda ni por causa diferente a la invocada 

en esta. […]”. 

Sobre dicho principio tiene sentado la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia que 

corresponde a “un límite al poder decisorio del fallador, que impone que haya correspondencia 

entre lo resuelto y lo que oportunamente plantearon los litigantes como materia de la controversia, 

sin perjuicio de las facultades oficiosas atribuidas por normas especiales”, aclarando que “bien 

conocido es el brocárdico «ne eat iudex ultra petita partium» -la sentencia ha de atenerse a las 

pretensiones de las partes-, utilizado desde antaño para reconocer el señorío de los litigantes 

sobre la causa y, por esta vía, impedir que la actividad jurisdiccional se desvíe hacia puntos no 

planteados en los escritos de demanda y oposición, so pena de incurrir en exceso de poder o en 

defecto del mismo”3. 

Y en el asunto objeto de apelación, en la principal oportunidad destinada para concretar el marco 

de la contienda -fijación del objeto del litigio- el apoderado del extremo actor insistió en que la 

controversia versaba en determinar “si la instalación de la antena causó perjuicios al aquí 

demandante”, punto en el que el Juzgado concluyó: “el objeto del litigio es un proceso de 

responsabilidad en el que se busca la declaratoria de responsabilidad y la indemnización de unos 

perjuicios alegados por el demandante como consecuencia de la instalación de una antena de 

telecomunicaciones de un apartamento que es de su propiedad” (audiencia de 20 de febrero de 

2023; min. 2:43:00). 

Así fue que se desenvolvió el litigio, y en ello pusieron sus esfuerzos probatorios las partes, tanto 

que las pruebas técnicas y documentos aportados por el mismo demandante apuntaban en ese 

sentido, más no en que la reparación supuestamente defectuosa del área donde se encontraba 

la antena era el hecho atribuible a mi mandante que causó un perjuicio. 

Situados entonces en ese escenario, la respuesta al segundo interrogante relativo a si el fallo 

vulneró el principio de congruencia necesariamente será afirmativa, situación que no puede 

confirmar el Tribunal, al punto que de mantenerse la posición del juez de primer grado no solo se 

estaría contrariando aquel principio sino también afectando gravemente garantías de raigambre 

constitucional, como el debido proceso y derecho a la defensa, pues, estando claro el marco de 

la controversia, mi mandante resultaría condenada por hechos ajenos a la demanda y fijación del 

litigio frente a los cuales, por las mismas razones, no tuvo oportunidad de defenderse . 

2. Indebida valoración probatoria – la instalación de la antena no causó ningún 

perjuicio y el mantenimiento de la azotea no está en cabeza de ATC Sitios . 

Sin entrar en una valoración concienzuda, el juzgado concluye que son varios los hechos dañosos 

que fueron la “causa real y eficiente de los daños percibidos por el demandante”, agregando que 

“son atribuibles a ATC quien como arrendatario de parte de la azotea y propietario de la antena 

debía asegurar no sólo que aquella quedara bien instalada y cumpliera las recomendaciones de 

los expertos, sino también debía asegurar que cualquier intervención […] se hiciera en debida 

 
3 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil, sentencia SC4257 de 2020, expediente 2010-00514-
01. 
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forma”. Sin embargo, como se puntualizó al momento de formular la apelación, de ninguna de 

esas obligaciones existe prueba en el plenario. 

Lo primero que debe quedar claro es que los hechos dañosos que fueron imputados en la 

demanda a mi representada no tuvieron la virtualidad para causar daño alguno. Al margen de que 

la carga probatoria en ese punto correspondía al convocante -y ella, a juicio de esta defensa, no 

fue cumplida-, lo que es incontestable es que las pruebas aportadas al proceso denotan que la 

instalación de la antena no ocasionó ningún perjuicio de los reclamados en el libelo introductor. 

Los interrogatorios de los extremos procesales son dicientes en ese punto: el señor Español 

confesó que el problema que tuvo con la antena es que no le gustaba por su altura, nada más 

que eso; la representante de la Copropiedad sostuvo que la instalación no presentó ningún 

contratiempo y que solo fue en 2017 que se presentó un hecho aislado debido a una reparación, 

aclarando que luego de eso y hasta la fecha no han sucedido afectaciones; y por su parte, el 

representante de ATC SITIOS señaló, al preguntársele si la situación que ocurrió con el inmueble 

de los demandantes había ocurrido por la instalación o por una reparación, afirmó que había sido 

consecuencia de una impermeabilización posterior a la instalación. 

A decir verdad, el Tribunal podrá encontrar que ninguna de las pruebas que obran en el proceso 

da cuenta de que la instalación de la antena haya ocasionado los daños alegados en la demanda 

-los cuales, como se verá en el siguiente apartado, ni siquiera fueron determinados en el fallo 

impugnado-. Y es que, en torno a ese tema, el tiempo que transcurrió entre la conducta endilgada 

a mi representada (instalación de la antena) y los supuestos daños alegados (afectaciones al 

apartamento) habla por sí solo. Pasaron casi 3 años entre un evento y el otro como para pensar 

que existe una causalidad directa entre ambos. Y han pasado más de 6 años desde el momento 

en que se dio la queja particular por una humedad hasta el día de hoy sin que se hubiera 

presentado alguna otra afectación como para concluir que la instalación de la antena fue lo que 

ocasionó algo de lo reclamado en la demanda.  

Lo anterior está corroborado por los dictámenes periciales aportados al juicio. Por un lado, el de 

la ingeniera Juliana Moya, quien además de aclarar que todo lo que mencionó sobre la estructura 

y daños se basó “sobre una inspección netamente visual”, señaló que “las fisuras de 2019 eran 

las mismas de 2023” y que no podía asegurar que se hubieran ampliado . Por otra parte, la perito 

Margarita Serrano, quien declaró que “la antena la instalaron 2014, las quejas empezaron en el 

2017, tenemos 3 años donde no hablan de goteras, no hablan de fisuras, los propietarios no 

manifestaron a la Copropiedad ni ATC Sitios que tenían problemas en su apartamento. Si hubiera 

habido un daño específicamente por la antena en cuanto a su construcción el daño es casi que 

inmediato”. 

Esa misma prueba pericial concluyó el motivo por el cuál el apartamento había tenido 

afectaciones al asentar que “los daños son por humedad, por mal instalación del enchape que no 

lo dejaron bien dilatado, si hay fisuras en la loseta superior de la placa pero no sabemos en qué 

momento salieron: pueden ser fisuras de contracción de fraguado. En un informe, lástima que no 

hayan tomado la foto, la persona las localizó antes de montar la antena. Las pintó en un plano”, 
a lo que agregó que “las diferencias de temperatura hacen que las placas de cubierta se fisuren 

[…]. Los apartamentos que más se fisuran son el primer y último piso […] y eso le pasa en 
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cualquier último piso de cualquier edificación”; punto que corroboró el otro experto citado al juicio, 

el ingeniero Álvaro Camacho, quien ante la pregunta del juzgado relativa a si las fisuras que se 

observaron en la inspección judicial eran normales, atestó con total contundencia que 

“estructuralmente no había ningún problema”  y que “esas fisuras se presentan por cambios de 

temperatura y humedad”. 

Todos los demás deponentes fueron claros en coincidir, en términos generales, que la instalación 

de la antena no había provocado daños al predio del señor Español; que las filtraciones eran 

usuales en los últimos pisos de las edificaciones; que las afectaciones particulares al apartamento 

del demandante ocurrieron por un hecho aislado ajeno a la instalación de la antena; o que las 

humedades se agravaban por el desalojo del predio.  

En ese sentido declararon los testigos María Eugenia Niño, Andres Oyola, Freddy Garzón, Jorge 

Samacá y Diego Hernandez, de allí que no pueda aseverarse, como lo hizo el fallo opugnado, 

que la conducta endilgada a mi representada con la demanda fue la “causa real y eficiente de los 

daños percibidos por el demandante”, pues ello resulta totalmente alejado de la realidad y a lo 

que quedó acredito en el expediente.  

Ahora bien, así se dijera que en este pleito se debatió la responsabilidad de ATC SITIOS por los 

daños que supuestamente se ocasionaron por algunas obras que se realizaban en el año 2017, 

cuando circunstancias de fuerza mayor provocaron algunas inundaciones, bajo ese escenario 

tampoco habría prueba de las obligaciones que el juzgado supuso estaban en cabeza de la 

sociedad que represento. Puntualmente, ninguna probanza señala que ATC tuviera esa carga y, 

por el contrario, el juez pretermitió el contrato que se aportó oportunamente con las distintas 

contestaciones en el que consta que dicha obligación estaba en cabeza de la copropiedad 

demandada. 

En particular, el contrato de arrendamiento celebrado entre el Edificio Arboleda PH como 

arrendador y ATC Sitios de Colombia como arrendatario señala, en cuanto a las obligaciones de 

las partes, que: 

 

De allí no se advierte, en modo alguno, todo lo que concluyó el juez respecto a la responsabilidad 

de mi representada. Por el contrario el mismo contrato establece, en cuanto a las reparaciones 

del área arrendada, que: 
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Dichas normas disponen con claridad que las reparaciones que debe realizar el inquilino sólo son 

aquellas que se reducen a mantener el bien en el estado en que lo recibió, no siendo responsable 

“de los deterioros que provengan del tiempo y uso legítimos” (C.C., art. 2028), y mucho menos si 

aquellas provienen de “fuerza mayor o caso fortuito”, las cuales corresponden al arrendador, junto 

con “la obligación de mantener la cosa arrendada en buen estado [la que] consiste en hacer, 

durante el arriendo, todas las reparaciones necesarias” (C.C., art. 1985). 

De haber valorado el contrato aportado en su oportunidad, el juzgado no hubiese podido concluir 

que ATC SITIOS debía responder en este asunto a causa de unas impermeabilizaciones que, en 

el peor de los casos, ni siquiera está en obligación de realizar.  

3. Indebida valoración probatoria – no hay prueba de los daños reconocidos en la 

sentencia. 

Centrados en el punto de los daños, el juez también cometió un error al valorar el acervo 

probatorio, pues como lo podrá evidenciar de primera mano el Tribunal, en la foliatura no existe 

prueba que delimite cuáles fueron los daños directos producidos por la supuesta conducta de mi 

representada, mucho menos la extensión del perjuicio considerado como tal. El juzgado partió 

suponiendo “la existencia de la aparición de daños físicos en el inmueble del demandante LUIS 

ESPAÑOL PÉREZ, con posterioridad al año 2015”; empero, no dio mayor explicación sobre tal 

aseveración. Menciona escuetamente que esas afectaciones “aparecieron cronológicamente con 

posterioridad a la instalación de la antena de comunicaciones en tanto se indica que previo al año 

2015 el inmueble se encontraba en buen estado”, pero a decir verdad ningún medio de convicción 

permite constatar tan tajante afirmación. 

Por el contrario, el documento que refutaba esa simple afirmación sí estaba en el proceso, y se 

trata del acta de vecindad levantada justo antes de la instalación de la antena en la que se hizo 

constar que en el apartamento se observa humedad en paredes, cuarto huéspedes y grietas en 

paredes y techo: 

 

No obstante, el juez señaló -como si se tratara de una inversión de la carga probatoria- que “se 

trata de un documento deficiente para lo que se pretende probar, pues no identif ica de  forma 

específica las fisuras, su ubicación, tamaño y demás”. Si se miran bien las cosas, ninguno de los 

medios de convicción aportado al plenario da cuenta entonces de “ forma específica las fisuras, 

su ubicación, tamaño y demás” que estuvieran justo después de la instalación de la antena para 

afirmar que las mismas fueron producidas por mi mandante. Esa precisa indeterminación de los 

daños causados al predio es la que justamente se echa de menos y que se requería dilucidar a 

fin de imponer una condena relativa a su reparación. 
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Lo anterior, que de por sí solo impedía la prosperidad de la condena que impuso el a quo, sube 

de tono si se analiza la delimitación del perjuicio supuestamente causado. En este tópico el 

juzgado reconoció un daño emergente con base en un dictamen que carece de cualquier 

fundamento para ese fin, pues la experticia no podía valorarse por no estar acreditado que el 

experto sea un avaluador registrado conforme lo determina la ley, pero además porque lo que 

hizo en ese punto el ingeniero Camacho Landinez fue simplemente plantear un presupuesto para 

la refacción de todo el inmueble y no sólo las zonas supuestamente afectadas por la conducta de 

mi representada.  

En cuanto a lo primero, debe recordarse que la valuación es una actividad reglada por ley, 

consistente, según el artículo 3° de la Ley 1673 de 2013, en “la actividad, por medio de la cual se 

determina el valor de un bien”. Por su importancia, el artículo 9° del mismo texto legal señala que 

“ejercerá ilegalmente la actividad de avaluador, la persona que sin cumplir los requisitos 

previstos en esta ley, practique cualquier acto comprendido en el ejercicio de esta actividad”. 

Dentro de esos requisitos que debe cumplir el avaluador, para que el ejercicio de su función sea 

legal, está la inscripción en el Registro Abierto de Avaluadores (RAA) que crea la misma ley. Así, 

el artículo 22 se ocupa de señalar que “El cargo o la función de perito, cuando el dictamen 

comprenda cuestiones técnicas de valuación, se encomendará al avaluador inscrito en el 

Registro Abierto de Avaluadores (RAA) en los términos de la presente ley y cuya especialidad 

corresponda a la materia objeto del dictamen”. 

Entre las categorías que integra el RAA, está incluida la de valuación de intangibles como la que, 

en este caso, valoró el perito cuyo dictamen fundamentó la decisión del juzgado. Concretamente, 

se trata de la especialidad No. 13, que, según se expresa en el artículo 5° del Decreto 556 de 

2014, reglamentarios de la Ley 1673 de 2013, corresponde a: “13. INTANGIBLES ESPECIALES. 
Daño emergente, lucro cesante, daño moral, servidumbres, derechos herenciales y litigiosos y 

demás derechos de indemnización o cálculos compensatorios y cualquier otro derecho no 

contemplado en las clases anteriores”. 

Lo anterior resultaba suficiente para desechar, en lo que toca a la valoración de daños ese 

dictamen pericial, razón por la cual el juez no podía tomarlo como fundamento para imponer la 

condena que terminó incluyendo en el fallo apelado. En cualquier caso, dejando de lado ese 

defecto que tendrá que rectif icar el Tribunal, lo cierto es que ese documento es un “presupuesto 

reparación obras adicionales”, en donde se cuantif icó, de forma general, la adecuación de la 

integridad del apartamento, y no sólo lo que supuestamente resultó estropeado.  

Así puede verse, por ejemplo, que el presupuesto incluía el retiro, suministro e instalación de 

95m2 de alfombra o la pintura en vinilo de 120m2 de cielo rasos, cantidades muy superiores a 

las que incluso resultaron afectadas con la humedad que se presentó en 2017. Además, incluía 

la reparación de varias áreas que la misma perito de la contraparte mencionó en la diligencia de 

inspección judicial no serían consecuencia de la instalación de la antena (imágenes 6 a 7; 13 a 

17 y 22 a 24). 

En suma, no existe prueba de cuáles fueron los daños que se causaron por la conducta endilgada 

a mi mandante, menos la extensión del perjuicio, sin que para ese fin pueda utilizarse un dictamen 
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pericial que no cumple los presupuestos para ello y que, en todo caso, presupuestó unos valores 

para “arreglar” en su integridad el apartamento.  

4. La conducta de la víctima se extendió a más del 20% del resultado dañoso. 

De ser cierto que las convocadas causaron los daños que terminó reconociendo el juzgado, los 

mismos fueron agravados en un porcentaje muy superior al que dictaminó el fallo. El juez dedicó 

varias páginas de su sentencia en relatar cómo estaba probado que a pesar del esfuerzo de las 

demandadas en solucionar los inconvenientes causados al señor Español por una inundación 

fortuita que ocurrió en 2017, el demandante no solo dejó de prestar su colaboración para ello sino 

que impidió realizar algunos arreglos a su inmueble. Incluso, mencionó que “bien pudo el 

demandante reparar los daños evidenciados y reclamar su pago con las facturas respectivas con 

el f in de mitigar el daño, pues así se habría evitado la extensión de los perjuicios”. 

A pesar de ello, la sentencia consideró un porcentaje ínfimo con respecto a la magnitud que tuvo 

la intervención del demandante, al punto que había concluido con total contundencia que el actor 

“contribuyó a la extensión y propagación del daño, pues nótese que no es lo mismo reparar una 

gotera o una fisura cuando apenas surgió, que hacerlo 6 años después cuando su tamaño 

aumentó y generó otros daños colaterales”, sin que ello se compagine con el 20% que fijó como 

reducción de la condena a cargo de los demandados. 

Así mismo, el juez dejó de lado que en este asunto quedó plenamente comprobado que, además 

de esa conducta reticente del extremo actor, el inmueble se desocupó totalmente varios años 

atrás, permaneciendo inhabitado desde ese momento, tal como se confesó en la demanda y en  

las declaraciones escuchadas en el proceso, situación que, según lo afirmaron los expertos y en 

especial lo corroboró el testigo Freddy Garzón, agravaba la situación de las eventuales 

humedades que existieran en el predio.  

Todo ello conjuntando hizo que el predio se encuentre en la hora actual como está y a cuya 

reparación integral -respetando lo dicho frente a la legitimación en la causa- se condenó a los 

convocados, razón por la que, si se llegara a la improbable confirmación de la sentencia apelada, 

haría considerar que la víctima produjo con su actuar por lo menos un 50% de los daños alegados.  

5. La condena en costas se debe prescindir o, por lo menos, disminuir al prosperar la 

mayoría de las excepciones. 

Finalmente, el juez no realizó pronunciamiento alguno respecto a las costas en favor del extremo 

que represento a pesar de que las numerosas y cuantiosas pretensiones de la demanda fueron 

desestimadas. Advierto expresamente que con este reproche no se busca cuestionar el monto 

de la liquidación de agencias en derecho que fijó el funcionario de primer grado, pues para ello 

establece el artículo 366 del Código General del Proceso que habrá de impugnarse la providencia 

que aprueba la liquidación de costas. 

El debate que acá se propone es otro muy distinto. Señala el artículo 365 de la misma codificación 

adjetiva que “se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva 

desfavorablemente el recurso de apelación, casación, queja, súplica, anulación o revisión que 
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haya propuesto. Además, en los casos especiales previstos en este código ”; sin embargo, se 

aclara más adelante que “en caso de que prospere parcialmente la demanda, el juez podrá 

abstenerse de condenar en costas o pronunciar condena parcial, expresando los fundamentos 

de su decisión”. 

Y ello fue justamente lo que ocurrió en este asunto, pues a pesar de que no prosperó la mayoría 

de las pretensiones, el juez ninguna argumentación ofreció para dejar de aplicar aquella norma e 

imponer una condena total, cuando podía abstenerse de hacerlo o incluir apenas una condena 

parcial por este concepto. De esa forma, solicito al Tribunal que de mantener en algo el fallo 

impugnado, se abstenga de condenar en costas a mi representada o pronunciar una condena 

parcial que concuerde con las defensas que salieron avante en el proceso.  

IV. SOLICITUD  

Con fundamento en lo expuesto, solicito al H. Tribunal REVOCAR la sentencia de 4 de diciembre 

de 2023 para, en su lugar, negar en su integridad las súplicas de la demanda.  

Atentamente,  

 

CARLOS ALBERTO LEÓN MORENO 

C.C. No. 1.020.733.115 de Bogotá  

T.P. No. 211.125 del C.S. de la J. 

 


